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En sesión celebrada el día 18 de octubre de
1994, la Mesa del Parlamento de Navarra adoptó,
entre otros, el siguiente Acuerdo:

“En ejercicio de la iniciativa legislativa que le
reconoce el artículo 19.1.a) de la Ley Orgánica de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen
Foral de Navarra, la Diputación Foral, por Acuer-
do de 10 de octubre de 1994, ha remitido al Parla-
mento de Navarra el Proyecto de Ley Foral por la
que se procede a regularizar la aplicación del sis-
tema retributivo instaurado por el Estatuto del Per-
sonal al servicio de las Administraciones Públicas
de Navarra y sus normas reglamentarias de desa-
rrollo.

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 153 del Reglamento de la Cámara, y
de acuerdo con la Junta de Portavoces, 

SE ACUERDA:

 

Primero. Someter a la consideración del
Pleno de la Cámara la tramitación directa y en
lectura única del Proyecto de Ley Foral por la que
se procede a regularizar la aplicación del sistema
retributivo instaurado por el Estatuto del Personal
al servicio de las Administraciones Públicas de
Navarra y sus normas reglamentarias de desarro-
llo.

Segundo. Ordenar la publicación del referido
proyecto en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra.”

Pamplona, 19 de octubre de 1994

El Vicepresidente Segundo: I. Javier Gómara
Granada

Proyecto de Ley Foral por la que se pro-
cede a regularizar la aplicación del siste-
ma retributivo instaurado por el Estatuto

del Personal al servicio de las Adminis-
traciones Públicas de Navarra y sus nor-

mas reglamentarias de desarrollo

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley Foral 13/1983, de 30 de marzo, regula-
dora del Estatuto del Personal al servicio de las
Administraciones Públicas de Navarra, introdujo
un nuevo sistema retributivo para sus funciona-
rios, desarrollado por el Reglamento Provisional
de Retribuciones, aprobado por Decreto Foral
158/1984, de 4 de julio.

La aplicación de este sistema retributivo supu-
so la aparición de una serie de controversias rela-
cionadas entre sí, que se han ido resolviendo a lo
largo de estos diez años, la mayoría de ellas des-
pués de complicados y prolongados procedimien-
tos judiciales. Entre ellas, cabe destacar la refe-
rente a la retroactividad de la entrada en vigor del
Reglamento Provisional de Retribuciones al 1 de
enero de 1984; el cómputo del quinquenio extra-
ordinario a efectos del cálculo de los conceptos
retributivos denominados grado y premio de anti-
güedad; el carácter del complemento compensa-
torio previsto en el artículo 53 de la Ley Foral
13/1983, de 30 de marzo; la regularización de los
descuentos por derechos pasivos; la asignación
inicial de grado del personal transferido de la
Administración del Estado a la Comunidad Foral
y, por último, el sistema de ascenso de grado de
los funcionarios.

Todas estas cuestiones, al estar íntimamente
relacionadas entre sí, se han ido resolviendo par-
cial y provisionalmente por el Gobierno de Nava-
rra mediante sucesivos Acuerdos, adoptados en
su mayor parte en ejecución de sentencias de los
Tribunales de distintos órdenes jurisdiccionales,
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habiendo dado lugar a una serie de liquidaciones
retributivas provisionales a favor de los funciona-
rios y sujetas, en todo caso, a la resolución defini-
tiva de los litigios pendientes ante los Tribunales
de las distintas jurisdicciones. Destacan entre
ellos los Acuerdos de 26 de junio de 1987, sobre
retroactividad del Reglamento Provisional de
Retribuciones a 1 de enero de 1984; los de 26 de
septiembre de 1988 y 25 de enero de 1990, sobre
encuadramiento inicial en el grado de los funcio-
narios transferidos; los de 23 de noviembre y 20
de diciembre de 1989, sobre aplicación del quin-
quenio extraordinario, y el de 5 de diciembre de
1990, que refunde y aplica a esa fecha, siempre
de forma provisional, todas las problemáticas
antes aludidas.

La cuestión más importante de cuantas se han
expuesto, tanto por su trascendencia económica
como por su complejidad judicial, es la referida al
quinquenio extraordinario, hoy ya definitivamente
resuelta a través de la sentencia del Tribunal
Constitucional de 14 de septiembre de 1992, y de
los distintos pronunciamientos del Tribunal Supre-
mo, entre ellos la sentencia dictada con fecha 24
de enero de 1990 en el recurso extraordinario en
interés de ley, y la de 27 de octubre de 1993, últi-
ma sentencia recaída al respecto.

Teniendo en cuenta que de las sentencias dic-
tadas se desprende la improcedencia de aplicar el
quinquenio extraordinario en el nuevo régimen
retributivo, excepción hecha de aquellos funciona-
rios que lo hayan consolidado mediante resolu-
ción judicial firme, procede ejecutar de manera
definitiva tanto el resultado de este proceso como
el de los otros ya enunciados, para de esta forma
conseguir, por un lado, la aplicación correcta para
el futuro del actual sistema retributivo y, por otro,
determinar las respectivas liquidaciones, tanto
positivas como negativas, correspondientes al
periodo comprendido desde el 1 de enero de
1984 hasta la actualidad.

La complejidad de la ejecución material de
todos estos procesos, las cuantías económicas
que muchos funcionarios deben reintegrar a la
Administración de la que dependen, las repercu-
siones económicas para funcionarios que no fue-
ron parte pero resultan directamente afectados
por los procedimientos judiciales expuestos, así
como su obligada aplicación a las entidades loca-
les de Navarra, aconsejan la aprobación de esta
Ley Foral que regularice la aplicación del actual
sistema retributivo y fije las condiciones de devo-
lución de las liquidaciones que resulten a favor de
las Administraciones Públicas de Navarra.

Artículo 1.º Las Administraciones Públicas de
Navarra procederán a regularizar la aplicación del
sistema retributivo instaurado por el Estatuto del
Personal y sus normas reglamentarias de desa-
rrollo, en ejecución de las resoluciones judiciales
firmes dictadas en el proceso del quinquenio
extraordinario y en aquellos otros que incidan
directamente en la aplicación de dicho sistema.

Artículo 2.º 1. Las liquidaciones que, como
consecuencia de la regularización del periodo de
1 de enero de 1984 a la actualidad, resulten favo-
rables a los funcionarios, les serán abonadas por
la Administración Pública de que dependan.

2. Las liquidaciones que resulten favorables a
la Administración respectiva, serán reintegradas
por los funcionarios en activo mediante venci-
mientos periódicos, de carácter mensual, a des-
contar de la correspondiente nómina, con arreglo
a las siguientes cuantías según su nivel de
encuadramiento:

Nivel A: 39.000 pesetas mensuales.
Nivel B: 28.000 pesetas mensuales.
Nivel C: 13.000 pesetas mensuales.
Nivel D: 10.000 pesetas mensuales.
Nivel E:  8.000 pesetas mensuales.

3. En el caso de personal jubilado, o que se
jubile sin haber satisfecho totalmente su importe,
y perciba pensión de las Administraciones Públi-
cas de Navarra, los reintegros se realizarán igual-
mente a través de la nómina, aplicando el siguien-
te porcentaje a su pensión según su último nivel
de encuadramiento en activo:

Nivel A: 13 por 100.
Nivel B: 11 por 100.
Nivel C:  8 por 100.
Nivel D:  7 por 100.
Nivel E:  6 por 100.

4. En aquellos supuestos en los que, resultan-
do una liquidación favorable a su Administración
respectiva, las personas afectadas no perciban en
este momento retribuciones o pensiones de la
misma por cualquier causa, o dejen de percibirlas
en el futuro sin haber satisfecho totalmente su
importe, se procederá a la exigencia del reintegro
de las cantidades que resulten aplicando criterios
similares a los fijados en los apartados anteriores.

5. El incumplimiento de las condiciones esta-
blecidas y, en consecuencia, la ausencia de pago
en los plazos y vencimientos fijados por causa
imputable a las personas afectadas, determinará
el vencimiento de la cantidad total pendiente de
reintegro y el devengo, hasta su total cancelación,
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Proyecto de Ley Foral del Consejo Social de la Universidad Pública de
Navarra

 

PRORROGA DEL PLAZO DE PRESENTACION DE ENMIENDAS

de los intereses previstos en la legislación vigen-
te.

Artículo 3.º Las liquidaciones que se practi-
quen conforme a lo dispuesto en los artículos
anteriores que sea preciso modificar posterior-
mente, como consecuencia de resolución admi-
nistrativa o judicial o rectificación de errores mate-
riales, no afectarán en ningún caso a las

liquidaciones del resto de funcionarios de la Admi-
nistración Pública respectiva.

Disposición Adicional

Se autoriza a las Administraciones Públicas de
Navarra, para que aprueben las disposiciones de
desarrollo que sean precisas en orden al cumpli-
miento de lo dispuesto en la presente Ley Foral.
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En sesión celebrada el día 18 de octubre de
1994, la Mesa del Parlamento de Navarra adoptó,
entre otros, el siguiente Acuerdo: 

“De conformidad con lo establecido en el artí-
culo 104 del Reglamento de la Cámara,

SE ACUERDA:

Primero. Prorrogar hasta el día 3 de noviem-
bre de 1994, a las 12 horas, el plazo de presen-
tación de enmiendas al proyecto de Ley Foral del

Consejo Social de la Universidad Pública de
Navarra.

Segundo. Ordenar la publicación del presente
acuerdo en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra“.

Pamplona, 19 de octubre de 1994

El Vicepresidente Segundo: I. Javier Gómara
Granada



Resolución del nuevo programa de desarrollo de atención primaria de salud

APROBACION POR LA COMISION DE SANIDAD Y ASISTENCIA SOCIAL

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 110 del Reglamento de la Cámara, se ordena
la publicación en el Boletín Oficial del Parlamento
de Navarra de la “Resolución por la que se insta a
la formulación de las directrices de ordenación
territorial de Navarra”, aprobada por la Comisión
de Ordenación del Territorio, Vivienda y Medio
Ambiente, en sesión celebrada el día 13 de octu-
bre de 1994.

Pamplona, 14 de octubre de 1994

El Presidente: Javier Otano Cid

Resolución por la que se insta a la formu-
lación de las directrices de ordenación

territorial de Navarra

El Parlamento de Navarra considera conve-
niente la formulación de las Directrices de Orde-
nación Territorial de Navarra e insta al Gobierno a
que se adopte la iniciativa correspondiente para

su formulación de manera que en el plazo de un
año remita a la Cámara el correspondiente pro-
yecto de Ley Foral.

Con el fin de posibilitar una mayor participa-
ción política en la elaboración de las “Directrices
de Ordenación Territorial” y de lograr uin consen-
so más amplio, sobre el Texto Básico, respecto
del diagnóstico y las propuestas a seguir en el
futuro proyecto de Ley, el Parlamento de Navarra,
de acuerdo con el Gobierno de Navarra, impulsa-
rá la constitución de una Comisión formada por
representantes del Gobierno de Navarra y de
cada uno de los Grupos Parlamentarios del Parla-
mento de Navarra.

El modelo general de ordenación territorial de
Navarra debe tender a resolver las graves diferen-
cias socioeconómicas existentes entre las distin-
tas zonas; contendrá un tratamiento diferenciado
y específico para su problemática y un modelo
descentralizado real.
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Serie E:
INTERPELACIONES Y MOCIONES

Resolución por la que se insta a la formulación de las directrices de orde-
nación territorial de Navarra

APROBACION POR LA COMISION DE ORDENACION DEL TERRITORIO, VIVIENDA Y MEDIO
AMBIENTE

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 110 del Reglamento de la Cámara, se ordena
la publicación en el Boletín Oficial del Parlamento
de Navarra de la “Resolución del nuevo programa
de desarrollo de atención primaria de salud”,
aprobada por la Comisión de Sanidad y Asisten-
cia Social, en sesión celebrada el día 18 de octu-
bre de 1994.

Pamplona, 19 de octubre de 1994

El Vicepresidente Segundo: I. Javier Gómara
Granada

Resolución del nuevo programa de desa-
rrollo de atención primaria de salud

El Parlamento de Navarra insta al Gobierno a
ejecutar un nuevo programa de desarrollo de
Atención Primaria en base a los siguientes crite-
rios y requisitos:

1. El acuerdo con los representantes legales
de los trabajadores en las materias propias de
personal en base a la Ley Foral 11/1992, de 20
de octubre, en su Disposición Adicional Cuarta.



Es necesario que el Plan cuente con el mayor
consenso posible entre los profesionales de la
Salud y la satisfacción de los usuarios de la Sani-
dad Pública.

2. Concreción de la ubicación y calendario pre-
visional para completar la red de Centros de
Salud en Pamplona (específicamente los relativos
al II Ensanche y San Juan).

3. Definición clara y concisa del concepto de
Atención Continuada y Urgencias.

4. Mayor concreción de la función a desempe-
ñar por el SEU en cuanto a su composición y
tareas a desarrollar.

5. Realización en el plazo de dos meses de un
estudio de necesidades en base al cual se hará la
planificación que asegure la misma calidad de
atención en todo el horario de trabajo.

6. Realización en el plazo de dos meses de un
estudio de rentabilidad de los centros de salud
que han venido funcionando en los últimos meses
hasta las 20 horas.

7. Realización en el plazo de dos meses de
una evaluación de la asistencia primaria durante
los ocho años que viene funcionando, evaluación
del trabajo desarrollado, asistencia programada,
equipos, organización, funcionamiento, resultados
y actualización de objetivos.

8. Definición de los criterios de diferenciación
entre unas zonas y otras con relación a sus espe-
cificidades respecto de las necesidades de aten-
ción urgente: distancias, isócronas, dispersión
geográfica, características demográficas, número
de profesionales de plantilla, etc.

9. Remitir el nuevo Programa en el menor
tiempo posible y nunca superior a dos meses.

Pamplona, 18 de octubre de 1994.
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Pregunta sobre diversas líneas del Presupuesto de 1994 (I)

FORMULADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO «SOCIALISTAS DEL PARLAMENTO DE NAVARRA»

La Mesa del Parlamento de Navarra, en
sesión celebrada el día 18 de octubre de 1994,
acordó admitir a trámite la pregunta formulada por
el Grupo Parlamentario «Mixto-Izquierda Unida»
sobre las “vacaciones fiscales” a las empresas
navarras, para la que se solicita respuesta por
escrito.

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena
su publicación en el Boletín Oficial del Parla-
mento de Navarra.

Pamplona, 19 de octubre de 1994

El Vicepresidente Segundo: I. Javier Gómara
Granada

TEXTO DE LA PREGUNTA

Felix Mª Taberna Monzón, Portavoz del Grupo
Parlamentario Mixto-Izquierda Unida, al amparo
de lo establecido en el Reglamento del Parlamen-
to de Navarra, formula para su contestación por
escrito la siguiente pregunta.

- ¿Cuál es el balance de las “vacaciones fisca-
les” a las empresas navarras (ayudas fiscales a la
inversión) en lo relativo a creación de empleo y
coste de las ayudas para la Hacienda Foral?

- ¿Tiene el Gobierno intención de derogar
dichas medidas a tenor del previsible crecimiento
de la economía navarra?

Pamplona, 13 de octubre de 1994

El Portavoz: Felix Mª Taberna Monzón

Serie F:
PREGUNTAS

Pregunta sobre las “vacaciones fiscales” a las empresas navarras 

FORMULADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO «MIXTO-IZQUIERDA UNIDA»

La Mesa del Parlamento de Navarra, en
sesión celebrada el día 18 de octubre de 1994,
acordó admitir a trámite la pregunta formulada por
el Grupo Parlamentario «Socialistas del Parla-
mento de Navarra» sobre diversas líneas del Pre-
supuesto de 1994, para la que se solicita res-
puesta por escrito.

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena
su publicación en el Boletín Oficial del Parla-
mento de Navarra.

Pamplona, 19 de octubre de 1994

El Vicepresidente Segundo: I. Javier Gómara
Granada

TEXTO DE LA PREGUNTA

D. Aladino Colín Rodríguez, Portavoz del
Grupo Parlamentario “Socialistas del Parlamento
de Navarra”, al amparo de lo dispuesto en el artí-
culo 181 y siguientes del Reglamento de la
Cámara formula para su contestación por escrito
la siguiente pregunta:

A fin de conocer con la mayor aproximación
posible las previsiones para el Presupuesto de
1995, interesa conocer:

Señálese la cantidad efectivamente gastada a
1 de octubre y la previsión de gasto a 31 de
diciembre de las siguientes líneas presupuesta-
rias del Presupuesto de 1994.
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12560-4 12840-9 12970-7
12570-1 12850-6 12990-1
12580-9 90057-8 13010-1
12720-8 12930-8 13020-9
12780-1 12940-5 13030-6
12820-4 12950-2 13040-3
94022-7 12960-0 13120-5

13140-0 13270-8 94013-8
13160-4 13280-5 13470-0
13170-1 90065-9 13490-5
13180-9 13401-8 13500-6
90060-8 13420-4 13530-8

13570-7

En Pamplona, a 13 de octubre de 1994

El Portavoz: Aladino Colín Rodríguez

Pregunta sobre diversas líneas del Presupuesto de 1994 (II)

FORMULADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO «SOCIALISTAS DEL PARLAMENTO DE NAVARRA»

La Mesa del Parlamento de Navarra, en
sesión celebrada el día 18 de octubre de 1994,
acordó admitir a trámite la pregunta formulada por
el Grupo Parlamentario «Socialistas del Parla-
mento de Navarra» sobre diversas líneas del Pre-
supuesto de 1994, para la que se solicita res-
puesta por escrito.

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena
su publicación en el Boletín Oficial del Parla-
mento de Navarra.

Pamplona, 19 de octubre de 1994

El Vicepresidente Segundo: I. Javier Gómara
Granada

TEXTO DE LA PREGUNTA

D. Aladino Colín Rodríguez, Portavoz del
Grupo Parlamentario “Socialistas del Parlamento
de Navarra”, al amparo de lo dispuesto en el artí-
culo 181 y siguientes del Reglamento de la
Cámara formula para su contestación por escrito

la siguiente pregunta:

A fin de conocer con la mayor aproximación
las previsiones para el Presupuesto de 1995, inte-
resa conocer:

Señálese la cantidad efectivamente gastada a
1 de octubre y la previsión de gasto a 31 de
diciembre de las siguientes líneas presupuesta-
rias del Presupuesto de 1994.

31730-9 32050-4 32280-9
31740-6 32060-1 32300-7
31750-3 32070-9 32320-1
31820-8 32080-6 32350-3
31870-4 32090-3 90052-7
31880-1 32120-9 99003-8
31910-7 32130-6 90021-7
31950-6 32140-3 29700-6
31980-8 32150-0 90053-5
31990-5 32270-1

En Pamplona, a 13 de octubre de 1994

El Portavoz: Aladino Colín Rodríguez

Pregunta sobre diversas líneas del Presupuesto de 1994 (III)

FORMULADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO «SOCIALISTAS DEL PARLAMENTO DE NAVARRA»

La Mesa del Parlamento de Navarra, en
sesión celebrada el día 18 de octubre de 1994,
acordó admitir a trámite la pregunta formulada por
el Grupo Parlamentario «Socialistas del Parla-
mento de Navarra» sobre diversas líneas del Pre-
supuesto de 1994, para la que se solicita res-
puesta por escrito.

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena
su publicación en el Boletín Oficial del Parla-
mento de Navarra.

Pamplona, 19 de octubre de 1994

El Vicepresidente Segundo: I. Javier Gómara
Granada
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TEXTO DE LA PREGUNTA

D. Aladino Colín Rodríguez, Portavoz del
Grupo Parlamentario “Socialistas del Parlamento
de Navarra”, al amparo de lo dispuesto en el artí-
culo 181 y siguientes del Reglamento de la
Cámara formula para su contestación por escrito
la siguiente pregunta:

A fin de conocer con la mayor aproximación
posible las previsiones para el Presupuesto de
1995, interesa conocer:

Señálese la cantidad efectivamente gastada a
1 de octubre y la previsión de gasto a 31 de
diciembre de las siguientes líneas presupuesta-
rias del Presupuesto de 1994.

11300-2 94001-4 11930-2
11310-0 11670-2 11940-0
11330-4 94017-0 11970-1
11340-1 11690-7 11980-9
11350-9 11800-4 12190-0
11360-6 11810-1 12210-9
11380-0 11820-9 12230-3
11490-4 11840-3 12240-0
11500-5 11850-0 12270-2
11610-9 11860-8 12360-1
11630-3 11870-5 12370-9
94002-2 11900-0 12480-2
94005-7

En Pamplona, a 13 de octubre de 1994

El Portavoz: Aladino Colín Rodríguez

Pregunta sobre la protección a la vivienda en el primer semestre de 1994

CONTESTACION DE LA DIPUTACION FORAL

En cumplimiento de lo establecido en el artículo
110.1 del Reglamento de la Cámara, se ordena la
publicación en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra de la contestación de la Diputación Foral a
la pregunta formulada por el Parlamentario Foral
Ilmo. Sr. D. Federico Tajadura Iso sobre la protec-
ción a la vivienda en el primer semestre de 1994,
publicada en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra núm. 53, de 15 de septiembre de 1994.

Pamplona, 11 de octubre de 1994

El Presidente: Javier Otano Cid

CONTESTACION

El Consejero de Bienestar Social, Deporte y
Vivienda que suscribe, en relación con la Pregunta
formulada por el Parlamentario Foral Ilmo. Sr. D.
Federico Tajadura Iso, sobre evolución de los recur-
sos financieros destinados a posibilitar las diversas
actuaciones protegibles en materia de vivienda,
tiene el honor de remitir la siguiente contestación.

Examinado el expositivo de la Pregunta formu-
lada, se hace preciso señalar las siguientes pun-
tualizaciones:

De una parte, si bien las previsiones económi-
cas del Gobierno de Navarra no contemplan un
volumen total de préstamos cualificados superior
a los 30.000 millones de pesetas, ello no ha obs-
tado para suscribir Acuerdos de Colaboración con
entidades financieras por un importe máximo de
46.000 millones de pesetas, con el fin de poten-
ciar la competitividad entre dichas entidades y

permitir a los promotores un abanico más amplio
de posibilidades de financiación, lo cual redunda
en beneficio de los prestatarios y en una mayor
agilidad en la marcha de las promociones.

De otra parte, procede aclarar que, dado que las
cuestiones planteadas se circunscriben al período
comprendido entre el 1 de enero y el 30 de junio de
1994, dicho período no es ciertamente el más indi-
cativo de la evolución del volumen de financiación
concedida, lo que se ha puesto de manifiesto en el
hecho de que el volumen de préstamos concedidos
en julio y agosto ha superado al correspondiente a
todo el primer semestre de 1994.

No obstante, procedemos a la contestación a
las cuestiones formuladas, ateniéndonos a su
propio tenor, en los siguientes términos:

Las cuatro primeras cuestiones aparecen contes-
tadas en el documento que se adjunta como Anexo I.

La quinta cuestión queda respondida mediante
la aportación del Anexo II que se adjunta.

Respecto de la sexta cuestión no se tiene
conocimiento de dificultades de financiación que
sean especialmente significativas.

Lo que tengo el honor de comunicar en cumpli-
miento de lo dispuesto en los artículos 181 y siguien-
tes del Reglamento del Parlamento de Navarra.

Pamplona, 6 de octubre de 1994.

El Consejero de Bienestar Social, Deporte y
Vivienda: Ricardo de León Egüés
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ENTIDAD TOTAL CONCEDIDO % TOTAL IMPORTE FIRMADO % REALIZADO

CAJA DE AHORROS DE NAVARRA 1.463.489.486 27,74% 16.000.000.000 9,15%

CAJA RURAL DE NAVARRA 1.654.962.154 31,37% 8.000.000.000 20,69%

CAJA DE A. MUNICIPAL DE PAMPLONA 1.584.198.279 30,03% 8.000.000.000 19,80%

BANCO HIPOTECARIO — — 3.000.000.000 —

LA CAIXA 45.599.921 0,86% 2.500.000.000 1,82%

CAJA LABORAL POPULAR 118.099.980 2,24% 2.500.000.000 4,72%

IBERCAJA 364.494.105 6,91% 2.500.000.000 14,58%

BANCO DE SANTANDER — — 1.000.000.000 —

CENTRAL HISPANO — — 700.000.000 —

BANCO BILBAO VIZCAYA 10.879.305 0,21% 500.000.000 2,18%

CAJA POSTAL — — 500.000.000 —

BANCO URQUIJO — — 500.000.000 —

BANCO DE VASCONIA 7.359.156 0,14% 250.000.000 2,94%

BANCO DE VITORIA — — 200.000.000 —

BANCO GUIPUZCOANO 26.439.143 0,50% 150.000.000 17,63%

TOTALES 5.275.521.529 100,00% 46.300.000.000 11,39%

ANEXO II

PRESTAMOS CONCEDIDOS POR ENTIDADES FINANCIERAS AÑO 1994
ENERO-JUNIO

Pregunta sobre diversas cuestiones referidas a la promoción de vivienda
municipal en alquiler

CONTESTACION DE LA DIPUTACION FORAL

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 110.1 del Reglamento de la Cámara, se ordena
la publicación en el Boletín Oficial del Parlamento
de Navarra de la contestación de la Diputación
Foral a la pregunta formulada por el Parlamenta-
rio Foral Ilmo. Sr. D. Federico Tajadura Iso sobre
diversas cuestiones referidas a la promoción de
vivienda municipal en alquiler, publicada en el
Boletín Oficial del Parlamento de Navarra núm.
55, de 22 de septiembre de 1994.

Pamplona, 18 de octubre de 1994

El Vicepresidente Segundo: I. Javier Gómara
Granada

CONTESTACION

El Consejero de Bienestar Social, Deporte y
Vivienda que suscribe, en relación con la pregun-

ta formulada por el Ilmo. Sr. D. Federico Tajadura
Iso, Parlamentario Foral adscrito al Grupo Parla-
mentario "Socialistas del Parlamento de Navarra",
sobre diversos extremos relacionados con las
Viviendas de Protección Oficial de Régimen
Especial (VPO-RE) en alquiler, tiene el honor de
remitir la siguiente contestación:

La disposición de viviendas en alquiler para
realojar es un instrumento adecuado para posibili-
tar operaciones urbanísticas de gran interés, ya
sean de rehabilitación o de urbanización y de
construcción nueva, como se reconoce en el pre-
ámbulo  de la Pregunta formulada.

Hay que apostar en este caso por la colabora-
ción con las iniciativas que, en este sentido, han
de emanar de los Ayuntamientos, que en virtud
de las necesidades que ellos conocen de primera
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mano, son quienes deben proponer la promoción
más o menos abundante de viviendas en alquiler
destinadas al alquiler típico, o a realojar, o a gru-
pos de población como ancianos o jóvenes.

Sentado lo anterior se contesta a las cuestio-
nes formuladas siguiendo el orden con que apare-
cen en la Pregunta.

Por lo que respecta a la primera de las cues-
tiones formuladas, debemos partir de una premisa
que consideramos fundamental, y que se refiere a
la necesidad de actuar con absoluto respeto a las
iniciativas que este orden corresponden a los res-
pectivos Ayuntamientos.

En este sentido no se ha fijado ningún porcentaje
rígido, sino que existe una disposición abierta en el
Gobierno de Navarra respecto de estas iniciativas.

En cuanto a la segunda y tercera de las cues-
tiones, en coherencia con lo manifestado anterior-
mente, y más teniendo en cuenta que la respues-
ta municipal respecto de la promoción de
viviendas en alquiler está resultando francamente
tímida, no parece oportuno establecer procedi-
mientos de convocatoria y selección, que real-
mente tienen sentido cuando la oferta de iniciati-
vas supera los cupos previstos de financiación y
número de viviendas.

Por lo que atañe a la cuarta de las cuestiones
el retraimiento de estas iniciativas ha supuesto
que no se haya producido ninguna calificación
provisional de Viviendas de Protección Oficial de
Régimen Especial en alquiler.

En cuanto a la quinta y última de las cuestio-
nes, es preciso reiterar lo ya expuesto: Receptivi-
dad abierta hacia las iniciativas municipales.

En cualquier caso, y siempre a petición de los
Ayuntamientos, hay que destacar el espíritu de
colaboración de la empresa VINSA.

En este sentido, y por lo que se refiere al
Ayuntamiento de Pamplona, VINSA ha transmiti-
do a este Departamento dos edificios en la
Rochapea con 82 viviendas terminadas que van a
posibilitar la agilización de la urbanización y edifi-
cación de dicho barrio mediante su utilización
para realojos.

Lo que tengo el honor de comunicar en cum-
plimiento de lo dispuesto en los artículos 181 y
siguientes del Reglamento del Parlamento de
Navarra.

Pamplona, 13 de octubre de 1994.

El Consejero de Bienestar Social, Deporte y
Vivienda: Ricardo de León Egüés

Pregunta sobre las subvenciones o subsidiaciones del programa de vivienda

CONTESTACION DE LA DIPUTACION FORAL

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 110.1 del Reglamento de la Cámara, se ordena
la publicación en el Boletín Oficial del Parlamento
de Navarra de la contestación de la Diputación
Foral a la pregunta formulada por el Parlamenta-
rio Foral Ilmo. Sr. D. Federico Tajadura Iso sobre
las subvenciones o subsidiaciones del programa
de vivienda, publicada en el Boletín Oficial del
Parlamento de Navarra núm. 55, de 22 de sep-
tiembre de 1994.

Pamplona, 18 de octubre de 1994

El Vicepresidente Segundo: I. Javier Gómara
Granada

CONTESTACION

El Consejero de Bienestar Social, Deporte y
Vivienda que suscribe, en relación con la Pregunta
formulada por el Ilmo. Sr. D. Federico Tajadura

Iso, Parlamentario Foral adscrito al Grupo Parla-
mentario  "Socialistas del Parlamento de Navarra",
sobre el estado de ejecución presupuestaria a 30
de junio de 1994 de las partidas de subvenciones
y subsidiaciones del Programa de Vivienda, tiene
el honor de remitir la siguiente contestación:

El proceso económico de la promoción de
viviendas se distribuye secuencialmente en el
tiempo produciéndose unos hitos o fases clara-
mente distinguibles, que a estos efectos se resu-
men del siguiente modo: Primero se califica provi-
sionalmente la actuación, más tarde se le
subvenciona a fondo perdido y después se le
financia otorgando un préstamo que el Gobierno
de Navarra subsidiará por un período que puede
alcanzar al de amortización de dicho préstamo.

La no coincidencia temporal de las tres fases:
calificación, subvención y financiación subsidiada,



conduce a diferenciarlas en el momento de res-
ponder a las 4 cuestiones formuladas bajo el epí-
grafe "a) número de actuaciones protegibles", ya
que su planteamiento es demasiado esquemático
en el contexto de implicaciones económicas de la
financiación en que se han formulado. 

También requieren una contestación muy
extensa los epígrafes c) y e) ya que plantean la
determinación de costos sujetos a unos procedi-
mientos, a una casuística y a una distribución
temporal de los mismos, complejos y que preci-
san una explicación más amplia que va más allá
de decir que en el primer semestre de 1994 se
han abonado 435.709.845 pesetas por subsidia-
ciones de préstamos conformados en 1992 y
1993. 

Conviene precisar, como ya se hizo en la pre-
gunta parlamentaria referida a préstamos confor-
mados en el primer semestre, que en lo que
atañe a préstamos y subsidiaciones no es sufi-
cientemente indicativo el primer semestre del año,
ya que en él se tramitan un número relativamente
pequeño de préstamos, respecto del total del año,
pero dados los términos de la pregunta, se res-
ponde a ellos tal como se formularon.

Respecto a determinadas apreciaciones que
hace el autor de la pregunta en el preámbulo de
la misma conviene precisar que la enmienda al
alza en la partida de subvenciones y subsidiacio-
nes del Presupuesto de 1994 hecha por el Grupo
Parlamentario del PSN-PSOE se materializó en
declarar ampliable tal partida; también hay que
recordar que las transferencias que de ella se
hicieron en otros ejercicios se debieron al gran
interés que implicaban para Navarra en su con-
junto.

Y a continuación se responde concretamente
a lo preguntado, siguiendo la estructura de la pre-
gunta hecha:

1º) Ejecución presupuestaria a 30 de junio de
1994. *

Se han comprometido abonos ejecutables en
el ejercicio con cargo a esta partida por valor de
2.600.810.253 pts. desglosadas en:

– 595.960.187 pts. – Subvenciones Régimen
Especial V.P.O.

– 596.614.185 pts. – Subvenciones Régimen
General V.P.O.

– 257.420.133 pts. – Subvenciones Viviendas
precio tasado.

– 529.699.803 pts. – Subvenciones Rehabilitación
de Viviendas.

– 437.709.895 pts. – Subsidiación  de préstamos
cualificados desde 1992.

– 12.200.033 pts. – Subsidiaciones de préstamos
cualificados hasta 1991.

– 73.990.539 pts. – Subvención apartamentos
tutelados.

– 99.215.478 pts. – Subvenciones promotor públi-
co no personalizados (alquiler).

* Si bien lo contabilizado en cuanto a ejecu-
ción el 30-6-94 arroja una cifra algo inferior,
2.430.698.187, dados los procedimientos conta-
bles.

2º) Referido a las V.P.O. – R.E. en el primer
semestre de 1994.

a) Número de actuaciones protegibles

– Calificadas provisionalmente: 321 viv.

– Objeto de subvención: 349 viv. venta

– Objeto de financiación: 133 viv.

b) Cifra media de subvención por vivienda.

– Respecto de las 349 subvencionadas:
1.707.622 pts.

– También ha habido subvenciones para 72
viviendas en alquiler, que se refieren en el aparta-
do e).

c) Cifra media de subsidiación por vivienda.

– Subsidiación durante el período de amortiza-
ción, referido a las 133 viviendas citadas en a),
teniendo en cuenta un préstamo medio de
7.601.647 pts. al tipo 9,924.759% T.A.E. (9,5%
nominal) de convenio, y el tipo 5% T.A.E., subsi-
diado.

– Subsidiación media aplicada al período de 20
años de amortización 5.567.401 pts. 

– Subsidiación período de carencia (estimación):
290.000 pts.

Aclaración: Se ha supuesto para el anterior
cálculo que durante los 20 años de amortización
no se revisa ni el tipo de interés del convenio ni el
tipo de interés subsidiado; realmente ambos se
revisan quinquenalmente, el de convenio según la
fórmula del Decreto Foral 58/1994, de 7 de
marzo, y el subsidiado en función de las circuns-
tancias del adquirente. En concreto si suponemos
que un préstamo concedido en 1994 que se
empieza a amortizar el 1-1-97, una vez construido
el edificio y subrogado el adquirente, la subsidia-
ción se revisará 6 veces:
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En 1999 - 1ª revisión quinquenal del tipo de convenio.
En 2002 - 1ª " " " " subsidiado.
En 2004 - 2ª " " " " de convenio.
En 2007 - 2ª " " " " subsidiado.
En 2009 - 3ª " " " " de convenio.
En 2012 - 3ª " " " " subsidiado.

En la simplificación hecha para contestar a
esta cuestión se ha tenido en cuenta para cada
millón de pesetas de préstamo los siguientes cos-
tos:

– Costo de subsidiación del período de carencia
(95-96): 37.662 pts.

– Costo de subsidiación de período de amortiza-
ción: 732.394 pts. distribuidas de la siguiente
forma:

AÑO COSTO DE LA SUBSIDIACION

1997 31.673
1998 32.148
1999 32.630
2000 33.120
2001 33.616

2002 34.121
2003 34.633
2004 35.152
2005 35.679
2006 36.214

2007 36.758
2008 37.309
2009 37.869
2010 38.437
2011 39.013

2012 39.599
2013 40.192
2014 40.795
2015 41.407
2016 42.028

d) Volumen total de las subvenciones.

Referida a las 349 otorgadas: 595.960.187 pts.

También se ha subvencionado a 72 viviendas
de alquiler de VINSA con 99.215.478 pts.

e) Volumen total de las subsidiaciones.

Referidas al período de amortización de 20
años y a las 133 viviendas financiadas:
740.464.333 pts.

3º) Referido a los V.P.O. - R.G. en el primer
semestre de 1994.

a) Número de construcciones protegibles.

– Calificadas provisionalmente: 514 viv.

– Objeto de subvención: 768 viv.

– Financiados:  302 viv.

b) Cifra media de subvención por vivienda:
776.841 pts.

También se han subvencionado cantidades
para 169 apartamentos Tutelados, lo que se con-
templará en la respuesta a la pregunta que a ellos
se refiere.

c) Cifra media de subsidiación por vivienda.

– No cabe precisar el dato, pues en general
los préstamos que se otorgan se refieren a pro-
motores y no se subsidian hasta conocer las cir-
cunstancias familiares y económicas de los adqui-
rentes a medida que se revisan sus contratos.

Aclaración: Supuesto un préstamo medio de
7.744.231 pts. al tipo de convenio referido en la
cuestión anterior y con posibilidades de subsidia-
ción al 9%, 7% ó 5% TAE en función de las cir-
cunstancias de los adquirentes, y aunque las
cuantías de las subsidiaciones, por análogos
motivos que los expuestos en la cuestión anterior,
son revisables en 4 ocasiones de la vida del prés-
tamo, simplificando del mismo modo se obtienen
4 casos:

PRESTAMO COSTE (pts)
repartido en 15 años

Sin subsidiar 0
Subsidiado al 9% TAE 808.056
Subsidiado al 7% TAE 2.491.667
Subsidiado al 5% TAE 4.079.645

d) Volumen total de las subvenciones. 

Referidas a las 768 viviendas subvencionadas
en el Semestre 1º: 596.614.185 pts.

e) Volumen total de las subsidiaciones.

Teniendo en cuenta lo dicho en c) sólo cabe
una estimación: 302 actuaciones a 3 millones de
subsidiación media: 906 millones repartidos en 15
años.

4º) Referido a las viviendas de precio tasado.

a) Número de actuaciones protegibles:

– Calificadas provisionalmente: 32 viv.

– Financiadas: 204 viv.

– Subvenciones: 569 viv.

b) Cifra media de subvención por vivienda.

Respecto de los 569 subvencionados: 452.408
pts.

c) Cifra media de subvención por vivienda.
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No cabe precisarla pues coexisten subsidiacio-
nes de préstamos al adquirente acogidos al régi-
men vigente de marzo a octubre de 1993 de
Viviendas de precio tasado, así como préstamos
al promotor de expedientes calificados provisio-
nalmente en 1993 y 1994 que, a la manera de las
viviendas de protección oficial de régimen gene-
ral, se van conociendo las subsidiaciones al
adquirente conforme se van visando los contratos
de compraventa correspondientes.

Procede reiterar las consideraciones hechas
en las anteriores cuestiones en este subapartado,
y en tal sentido, y para un préstamo medio de
6.579.855 pts., se expresa del siguiente modo:

SUBSIDIACION COSTO PARA LA

DE PRÉSTAMO COMUNIDAD FORAL

en 10 años (pts)

Sin subsidiar 0
Subsidiado 10 años al 7,5% 1.088.955
Subsidiado 10 años al 9% 423.177

d) Volumen total de las subvenciones.

564 subvenciones:  257.420.133 pts

e) Volumen total de las subsidiaciones.

Estimación, ya que por lo dicho en c) no
cabe un absoluto rigor:

204 préstamos a 1 millón por préstamo = 204
millones a lo largo de 10 años.

5º) Referido a Rehabilitación.

a) Número de actuaciones protegibles.

– Actuaciones calificadas provisionalmente: 491 viv.

– Viviendas financiadas: 165 viv.

–Viviendas objeto de subvención: 766 viv.

b) Cifra media de subvención por vivienda.

Respecto de los 766 subvencionados: 691.519
pts.

c) Cifra media de subsidiación por vivienda
para un préstamo medio de 3.523.048 y extendi-
do a 15 años 1.133.520 pts.

Esta cifra se obtiene como media ponderada
de las 7 clases de préstamos siguientes:

– Sin subsidiar.

– Subsidiados al 9% y amortizables en 5 años.
– Subsidiados al 9% y amortizables en 10 años.
– Subsidiados al 9% y amortizables en 15 años.
– Subsidiados al 7% y amortizables en 5 años.
– Subsidiados al 7% y amortizables en 10 años.
– Subsidiados al 7% y amortizables en 15 años.

Y en las condiciones hipotéticas de no revisión
de que hemos hablado en similares casos. 

d) Volumen total de las subvenciones

Para 766 subvenciones 529.699.803 pts.

e) Volumen total de las subsidiaciones

Con las consideraciones hechas en c)
187.030.800 pts. a lo largo de 15 años.  

6º) No se han hecho las transferencias a que
se refiere la cuestión sexta de la pregunta.

Lo que tengo el honor de comunicar en cum-
plimiento de lo dispuesto en los artículos 181 y
siguientes del Reglamento del Parlamento de
Navarra.

Pamplona, 13 de octubre de 1994

El Consejero de Bienestar Social, Deporte y
Vivienda: Ricardo de León Egüés

Pregunta sobre el grado de desarrollo y ejecución del proyecto de actuacio-
nes en materia de vivienda durante el primer semestre de 1994

CONTESTACION DE LA DIPUTACION FORAL

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 110.1 del Reglamento de la Cámara, se ordena
la publicación en el Boletín Oficial del Parlamento
de Navarra de la contestación de la Diputación
Foral a la pregunta formulada por el Parlamenta-
rio Foral Ilmo. Sr. D. Federico Tajadura Iso sobre
el grado de desarrollo y ejecución del proyecto de
actuaciones en materia de vivienda durante el pri-

mer semestre de 1994, publicada en el Boletín
Oficial del Parlamento de Navarra núm. 55, de 22
de septiembre de 1994.

Pamplona, 18 de octubre de 1994

El Vicepresidente Segundo: I. Javier Gómara

Granada



B. O. del Parlamento de Navarra / III Legislatura Núm. 61 / 20 de octubre de 1994

17

CONTESTACION

El Consejero de Bienestar Social, Deporte y
Vivienda, que suscribe, en relación con la Pregun-
ta formulada por el Ilmo. Sr. D. Federico Tajadura
Iso, Parlamentario Foral adscrito al Grupo Parla-
mentario "Socialistas del Parlamento de Navarra",
sobre el desarrollo y ejecución del Programa
correspondiente a diversos tipos de Viviendas de
Protección Oficial, tiene el honor de remitir la
siguiente contestación:

Por lo que se refiere a las seis primeras cues-
tiones, nos remitimos a Anexos I y II adjuntos.

En cuanto a la séptima cuestión, hay que
señalar que en general se está cumpliendo el pro-
grama en los términos previstos, si bien hay que
hacer constar lo siguiente:

– Las calificaciones provisionales producidas
en el primer semestre no alcanzan el 50% de las
previstas para todo el año, si bien el ritmo de cali-
ficaciones tradicionalmente aumenta en el segun-
do semestre, lo que compensará en buena parte
el menor ritmo del primero.

– Destaca el débil ritmo de calificaciones provi-
sionales de viviendas de precio tasado, si bien
debe precisarse que se trata de promociones de
total iniciativa privada hasta la fecha, lo que signi-
fica que nos encontramos ante iniciativas exter-
nas a la propia Administración.

No obstante, como se ha indicado ya, es previ-
sible un incremento del número de calificaciones
en el segundo semestre.

Con referencia a la octava y última de las
cuestiones formuladas, se estima que el Progra-
ma se cumplirá en su conjunto sin desviaciones
superiores al 10% de las previsiones, excepto en
viviendas de precio tasado y en Régimen de
alquiler, donde se prevé alcanzar el 60% de los
objetivos.

Lo que tengo el honor de comunicar en cum-
plimiento de lo dispuesto en los artículos 181 y
siguientes del Reglamento del Parlamento de
Navarra.

Pamplona, 13 de octubre de 1994

El Consejero de Bienestar Social, Deporte y
Vivienda:  Ricardo de León Egüés

V.P.O V.P.O Viviendas
Régimen Régimen TOTAL precio Rehabi-

Meses Especial General V.P.O tasado litaciones

Enero 40 29 69 2 3
Febrero 18 249 267 6 56
Marzo 0 37 37 20 67
Abril 81 74 155 4 99
Mayo 90 42 132 — 113
Junio 92 83 175 — 153
TOTAL

PRIMER 321 514 835 32 491
SEMESTRE

V.P.O V.P.O Viviendas
Régimen Régimen TOTAL precio Rehabi-

Areas Especial General V.P.O tasado litaciones

A 202 270 472 20 209
B 6 41 47 — 69
C 0 4 4 — 29
D 67 38 105 4 72
E 26 53 79 2 49
F 20 108 128 6 63

PRIMER SEMESTRE 1994
ESTADISTICA DE ACTUACIONES PROTEGIBLES DE VIVIENDA

CALIFICADAS PROVISIONALMENTE

ANEXO I

Nota: El cómputo de viviendas para rehabilitación se ha hecho en algún caso procurando acomodar las
cifras a la realidad, así, una rehabilitación consistente en adaptar portales para minusválidos en edi-
ficio de 90 viviendas se computa como rehabilitación de 1 vivienda, no de 90.
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— V.P.O. Régimen especial

Pamplona 72 viviendas
Burlada 90 viviendas
Berriozar 40 viviendas

— V.P.O. Régimen General

Ansoáin 38 viviendas
Beriain 4 viviendas
Berriozar 1 vivienda
Cizur Mayor 24 viviendas
Mendillorri 2 viviendas
Pamplona 201 viviendas

— Viviendas de precio tasado

Burlada 20 viviendas

— Rehabilitación de viviendas

Ansoáin 2 viviendas
Arre 1 vivienda
Cizur 2 viviendas
Beriáin 1 vivienda
Berriozar 1 vivienda
Burlada 17 viviendas
Egüés 1 vivienda
Huarte Pamplona 10 viviendas
Marcalain 1 vivienda
Aranguren 1 vivienda
Pamplona 165 viviendas
Villava 7 viviendas

PRIMER SEMESTRE 1994
DESGLOSE POR MUNICIPIOS DE ZONA A DE ACTUACIONES EN VIVIENDA

ANEXO II

Pregunta sobre el Centro de Investigación y Medicina Deportiva

CONTESTACION DE LA DIPUTACION FORAL

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 110.1 del Reglamento de la Cámara, se ordena
la publicación en el Boletín Oficial del Parlamento
de Navarra de la contestación de la Diputación
Foral a la pregunta formulada por el Grupo Parla-
mentario «Socialistas del Parlamento de Navarra»
sobre el centro de investigación y medicina depor-
tiva, publicada en el Boletín Oficial del Parlamento
de Navarra núm. 55, de 22 de septiembre de
1994.

Pamplona, 18 de octubre de 1994

El Vicepresidente Segundo: I. Javier Gómara
Granada

CONTESTACION

El Consejero de Bienestar Social, Deporte y
Vivienda que suscribe, en relación con la Pregun-
ta formulada por el Ilmo. Sr. D. Aladino Colín
Rodríguez, Portavoz del Grupo Parlamentario
"Socialistas del Parlamento de Navarra", sobre
diversas cuestiones relacionadas con el Centro
de Investigación y Medicina Deportiva, tiene el
honor de remitir la siguiente contestación:

Haciendo un análisis histórico de la cuestión a
la que se refiere la Pregunta formulada, parece
oportuno recordar que el Centro de Investigación
y Medicina del deporte se creó mediante Decreto

Foral 86/1987, de 14 de abril, con el fin de realizar
exámenes y controles médicos a los deportistas
de competición, así como para fomentar la investi-
gación, entre otras funciones.

Se adscribió a la Sección de Rendimiento del
Servicio de Deporte y Juventud del Gobierno de
Navarra, sin que se desarrollara nunca, mediante
la resolución administrativa correspondiente, su
estructura orgánica y funciones, ejerciendo las
competencias que en  ese Decreto Foral se le
atribuían a través de las instrucciones que desde
Deporte y Juventud se impartían. 

Por ello causa extrañeza la afirmación que se
hace en el Expositivo de la pregunta sobre concre-
ción de objetivos o sobre su posible oscurecimiento.

En 1991, mediante Resolución 73/1991, de 25
de enero, del Director del Servicio de Recursos
Humanos,  del Departamento de Educación, Cul-
tura y Deporte, se aprobó una  convocatoria de
fomento de empleo para  6 técnicos con una
duración de 1 año, a partir de mayo de 1991, lo
que tuvo su antecedente en otra Orden Foral del
Consejero de Educación y Cultura, de 26 de
enero de 1989, convocando 6 becas de colabora-
ción para el CIMD, habiendo sido declarada nula
por sentencia del 5/10/92, de la Sala de lo Con-
tencioso Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Navarra, creándose por tanto una



situación totalmente anómala del personal que se
encontraba en esta situación mixta de becario y
de contratado.

Con el nuevo Gobierno, primavera 92, se con-
sideró  no obstante oportuno por el Instituto Nava-
rro de Deporte y Juventud, solicitar la renovación,
por período de un año, de los contratos del perso-
nal adscrito al CIMD, con el fin de no perjudicar
los compromisos adquiridos por vía de hecho con
el ADO'92 y el Comité Olímpico Español.

El Departamento de Presidencia accedió a la
renovación de los contratos a pesar de no existir
vacantes, pero por un período de seis meses, es
decir, hasta el 31 de octubre de 1992, añadiendo
que, siguiendo instrucciones del Gobierno de
Navarra, era preciso reducir poco a poco los cos-
tes de personal y racionalizar la plantilla, y seña-
lando que sería preciso ir sustituyendo progresi-
vamente el personal contratado temporal eventual
con los excedentes de otros Departamentos, si
ello fuese posible.

De esta forma quedó cubierto el compromiso
adquirido para los Juegos Olímpicos  de 1992 con
el  ADO y el COE.

Posteriormente, en el primer trimestre de
1993, acometida la remisión de los anómalos con-
tratos existentes, se planteó el redimensionamien-
to y el futuro del CIMD, tanto en cuanto a funcio-
nes como a medios humanos, lo que
explicaremos seguidamente contestando puntual-
mente a las cuestiones formuladas:

1ª) El horizonte de trabajo viene determinado
por las funciones y criterios siguientes:

– Asistencia Médico-Científica de los deportis-
tas navarros de rendimiento (250-300).

– Controles y seguimientos médicos a grupos
y equipos específicos de alto nivel, así como cen-
tros de tecnificación de federaciones.

– Coordinación de reconocimientos médicos a
deportistas federados y otros colectivos realiza-
dos por centros privados mediante convocatoria.

– Asistencia a Congresos y Simposiums de
formación.

– Colaboración con el C.O.E. 

La plantilla idónea sería la actual, añadiendo:
Un Nivel A, especialista en fisiología del ejercicio.
Un Nivel A, médico-especialista en rehabilitación.
Un Nivel B, técnico deportivo.

A pesar de la existencia de los actuales
medios humanos, tal como se detalla al contestar
a la siguiente cuestión, vienen atendiéndose con

gran esfuerzo y dedicación las actuales necesida-
des, aunque se ha valorado lo ya expuesto con
vistas al futuro ejercicio presupuestario para
poder cubrir en lo posible los aspectos de investi-
gación y formación.

En cuanto a la relación con la Universidad,
estimamos que puede ser adecuado el estableci-
miento de un Convenio o Acuerdo, aunque cree-
mos que en estos momentos debería hacerse en
todo caso a un nivel de  ámbito superior, con pre-
sencia del Departamento de Salud, ya que dis-
pondría de plantilla y medios suficientes implican-
do, en cualquier caso, a los especialistas
deportivos de nuestro Centro.

Respecto a su ubicación definitiva, está en
estudio, como ya se analizará más adelante.

2ª) La plantilla en el momento presente es la
siguiente:

– Un Nivel A, Doctor en Medicina, funcionario.

– Un Nivel A, Doctor en Medicina, plaza
vacante, con contrato administrativo. (Convocato-
ria 346/93, 2 de Julio, Resolución Director Geren-
te.)

– Un Nivel B, ATS funcionaria.

– Una Auxiliar Administrativa, plaza vacante
contratada.

Además presta servicios según necesidades
en el Centro, un  técnico de gestión Nivel B.

Las previsiones de aumento de plantilla para
1995, como se puede suponer, no son nada hala-
güeñas. Sin embargo, al objeto de que se pueda
complementar en lo posible la cifra que considera-
mos idónea, negociando la posibilidad de una
plaza de Nivel B, así como la posibilidad de sacar
a concurso una asistencia técnica o similar con
dedicación de 4 horas diarias de lunes a viernes
en el área de fisioterapia, así como un Acuerdo
con Osasunbidea para que atiendan el área de
rehabilitación con el CIMD, al menos 4-6 horas
semanales.

El Centro actualmente actúa bajo la responsa-
bilidad de un Nivel A funcionario, con un comple-
mento del 12%, con incompatibilidad.

3º) Nunca hubo un fisioterapeuta, ni siquiera
en la legislatura anterior. Sin embargo, está en
marcha el proyecto para adjudicar, por concurso,
el servicio de asistencia técnica, como más arriba
se ha detallado.

En cuanto al contenido de la atención actual,
hay que decir que los deportistas están adscritos
a la Mutualidad General Deportiva y que ésta
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tiene en Pamplona un cuadro médico variado, así
como las Clínicas de San Fermín, Universitaria, y
de San Juan de Dios. No obstante, se tiene pen-
sado, como se explica en la respuesta anterior,
plantear una específica atención a un número
reducido de deportistas de rendimiento.

4º) Al margen de la problemática planteada en
su día con esta convocatoria de becas, anulada
por sentencia 5/10/92, del Tribunal, no se ha con-
siderado oportuna una nueva convocatoria, debi-
do al trabajo existente en el Centro. No obstante,
mediante Orden Foral 66/1994, de 31 de enero,
del Consejero de Bienestar Social, Deporte y
Vivienda, está prevista una convocatoria de ayu-
das para investigación deportiva.

5º) Nos extrañamos nuevamente ante el
hecho de que en cuatro años no hubiera dado
tiempo al anterior Gobierno a fijar dicha ubicación,
si la consideraba la más idónea, en el Estadio
Larrabide, máxime cuando en la actual ubicación
se realizaron modificaciones y obras sustanciales,
habiendo dado la impresión el anterior Gobierno
de pretender consolidar la sede del Centro en la
Casa del Deporte.

En lo que a nosotros respecta, creemos que el
Centro Médico debería estar ubicado precisamen-
te junto al lugar donde se desarrolla la práctica
deportiva, o lo más próximo o accesible. Por ello,
aunque se han hecho las oportunas previsiones e
incluso en algún evento han funcionado los profe-
sionales en el citado complejo deportivo, es cierto
que en el contexto del proyecto de inmuebles que
con carácter general viene confeccionando el
Gobierno a través del Departamento de Hacien-
da, es previsible una ubicación definitiva del Insti-
tuto Navarro de Deporte y Juventud, próxima al
Estadio Larrabide, momento en que se decidirá, a
su vez, la ubicación de este Centro Médico.

Lo que tengo el honor de comunicar a V.E. en
cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 181
y siguientes del Reglamento del Parlamento de
Navarra.

Pamplona, 13 de octubre de 1994.

El Consejero de Bienestar Social, Deporte y
Vivienda: Ricardo de León Egüés

Pregunta sobre el estado de la carretera de Tudela a Cintruénigo

CONTESTACION DE LA DIPUTACION FORAL

En cumplimiento de lo establecido en el artícu-
lo 110.1 del Reglamento de la Cámara, se ordena
la publicación en el Boletín Oficial del Parlamento
de Navarra de la contestación de la Diputación
Foral a la pregunta formulada por el Parlamenta-
rio Foral Ilmo. Sr. D. Martín Landa Marco sobre el
estado de la carretera de Tudela a Cintruénigo,
publicada en el Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra núm. 56, de 29 de septiembre de 1994.

Pamplona, 19 de octubre de 1994

El Vicepresidente Segundo: I. Javier Gómara
Granada

CONTESTACION

El Consejero de Obras Públicas, Transportes y
Comunicaciones que suscribe, en relación con la
pregunta formulada por el Ilmo. Sr. D. Martín Landa
Marco, Parlamentario Foral del Grupo Parlamenta-
rio Mixto-Izquierda Unida, sobre la situación en que
se encuentra la carretera de Tudela a Cintruénigo,
tiene el honor de remitir la siguiente contestación. 

1º.- ¿Cuándo está previsto iniciar las obras de
mejora del firme, y, si se prevé a la vez, una mejo-
ra del trazado eliminando curvas que carecen de
sentido hoy día, por lo fácil que resulta su elimina-
ción?

Dentro del Plan de mejoras de carreteras que
viene desarrollando el Gobierno en la zona de
Tudela, se encuentra la carretera N-160 (de
Tudela a Cintruénigo), cuya situación en el
momento actual es la siguiente:

– Tramo Variante de Tudela al p.k. 2,900
(accesos al centro Hortofrutícola).- En fase de eje-
cución de las obras, la fecha de comienzo ha sido
el 15 de julio, siendo su terminación para el 15 de
diciembre con un presupuesto de 57,300 millones
de pesetas.

– Tramo del p.k. 2,900 al p.k. 6,800 (Intersec-
ción con la carretera a Corella).- Se encuentra en
trámite el expediente de contratación, siendo
posible para el mes de noviembre la iniciación de
las obras, que como consecuencia quedarían



B. O. del Parlamento de Navarra / III Legislatura Núm. 61 / 20 de octubre de 1994

21

finalizadas para el mes de agosto del próximo año
1995.

El presupuesto de contrata de estas obras
asciende a la cantidad de 165,300 millones de
pesetas.

– Tramo del p.k. 6,800 (Intersección con la
carretera a Corella) al p.k. 12,100 (Intersección al
vertedero de Tudela).- En el momento actual se
está ejecutando el proyecto que estará terminado
para finales del mes de octubre del presente año,
pudiéndose dar comienzo a las obras para el mes
de marzo próximo, quedando terminados para el
mes de diciembre de 1995.

El presupuesto aproximado estará en 200
millones de pesetas.

– Tramo del p.k. 12,100 (Intersección al verte-
dero de Tudela) al p.k. 15,00 (Intersección con la
carretera N-113 Pamplona a Madrid).- Este tramo
igual que el anterior está en proceso de ejecución
del proyecto, pudiendo quedar terminado para
finales del presente año 1994, con lo que podrán
dar comienzo las obras para mayo de 1995 que-

dando terminadas para el mes de febrero de
1996.

El presupuesto de estas obras podría ascen-
der a la cantidad de 250 millones de pesetas, ya
que su parte última afecta en gran parte a una
zona del regadío.

Todos estos proyectos llevan consigo el acon-
dicionamiento de curvas y una sección tipo de 7
m. de calzada con arcenes de 1 m.

2º.- ¿En qué plazo está prevista la terminación
de las mismas y si para ello se ha tenido en cuen-
ta la penosa situación actual?

La información sobre las fechas de termina-
ción de las obras se incluye en la contestación a
la primera pregunta.

Lo que tengo el honor de comunicar a V.E. en
cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 181
y siguientes del Reglamento del Parlamento.

Pamplona, 13 de octubre de 1994

El Consejero de Obras Públicas, Transportes y
Comunicaciones: José Ignacio López Borderías
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La Mesa del Parlamento de Navarra, en
sesión celebrada el día 11 de octubre de 1994,
acordó ordenar la publicación del informe emitido
por la Cámara de Comptos sobre la regulación de
la contratación administrativa.

Pamplona, 12 de octubre de 1994

El Presidente: Javier Otano Cid

Informe de asesoramiento sobre la
regulación de la contratación admi-
nistrativa, emitido por la Cámara de

Comptos

ÍNDICE
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I. INTRODUCCION.

1. El artículo 4.1 b) de la Ley Foral 19/84, de
20 de diciembre, reguladora de la Cámara de

Comptos establece como función propia de esta
institución, junto a la función de control, la de ase-
soramiento al Parlamento en materias económico-
financieras, señalando su artículo 22 el modo en
que dicha función asesora ha de llevarse a cabo.

2. Al amparo de estas disposiciones y de con-
formidad con sus normas reguladoras, la Comi-
sión Especial de Estudio de la Reforma de la
Contratación Administrativa (en adelante CEER-
CA), en su reunión de 20 de junio de 1994, adop-
tó el siguiente Acuerdo: "1.º Solicitar de la Cáma-
ra de Comptos un informe de asesoramiento
sobre la regulación de la contratación administrati-
va, recogiendo las valoraciones y recomendacio-
nes que ha venido efectuando a lo largo de sus
diferentes informes de fiscalización y su relación
con la legislación vigente."

Solicita, en definitiva, esta Comisión Parla-
mentaria Especial que la Cámara de Comptos,
recogiendo la experiencia derivada de sus actua-
ciones fiscalizadoras, le informe y asesore sobre
los problemas y deficiencias que la regulación de
la contratación administrativa presenta en los
momentos actuales, con el fin de abordar su
necesaria reforma. 

3. La contratación administrativa ha sido, en
efecto, una de las materias objeto de especial
atención por la Cámara de Comptos en sus
actuaciones e informes desde el inicio de sus acti-
vidades en el año 1982. Ello queda demostrado
por el hecho de que año tras año la Cámara en
sus informes de examen y censura de las cuentas
generales de Navarra recogiera, especialmente
en los capítulos referente al análisis de las inver-
siones reales, muchas de las deficiencias e infrac-
ciones de la normativa de contratación que se
exponen a lo largo de este informe.

Esta especial preocupación llevó a la Cámara
de Comptos a incluir como Anexo, en el Informe
de Examen y Censura de las Cuentas Generales
de Navarra de 1987 (Boletín Oficial del Parlamen-
to de Navarra, en adelante, BOPN nº 9, de 13 de
febrero de 1989), un estudio sobre diversos
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aspectos generales en materia de contratos de la
Administración de la Comunidad Foral. En este
estudio la Cámara analizaba el marco normativo
entonces vigente, señalaba diversas cuestiones y
problemas generales que afectaban a la contrata-
ción administrativa y formulaba diversas recomen-
daciones con el fin de conseguir una adecuada
regulación y desarrollo normativo de esta materia.

Ha de reconocerse, no obstante, que ha sido
en el curso de los dos últimos años en los que la
Cámara de Comptos, en ocasiones a instancias
del propio Parlamento, ha redoblado su esfuerzo
fiscalizador en este ámbito, habiendo abordado
en profundidad, fuera del marco del Informe sobre
las Cuentas Generales, la fiscalización de impor-
tantes expedientes de contratación como la
Ronda Oeste de Pamplona, la Autovía del Norte,
la Universidad Pública de Navarra, las adjudica-
ciones de obras efectuadas a la empresa Huarte,
S.A. y a su filial Hispanoalemana, S.A. etc..., todo
ello, en sintonía con el especial clima de preocu-
pación y sensibilización ciudadana hacia esta
materia.

En el Anexo 1º de este informe se contiene la
referencia de los principales informes sobre con-
tratación administrativa elaborados por la Cámara
de Comptos en los últimos años. A ellos nos remi-
timos en la medida en que pueden constituir un
importante material de trabajo, dado que recogen
y analizan muchas de las cuestiones tratadas en
este informe de asesoramiento.

4. Considera, por otra parte, esta Cámara de
Comptos acertada la iniciativa parlamentaria de
crear una Comisión Especial de Estudio para la
reforma de la contratación administrativa, cuyos
trabajos puedan fructificar en un horizonte no muy
lejano en la reforma de esta materia en la Comu-
nidad Foral. 

Entendemos que esta reforma es a todas luces
necesaria, tanto por la reiteración de los proble-
mas existentes como por la aparición de nuevas
realidades en el ámbito de la contratación pública
que es necesario regular de forma adecuada.

Por otra parte, no podemos olvidar la reforma
que de esta materia se está produciendo en la
esfera del derecho comunitario y estatal, que nos
obliga a un esfuerzo de adaptación y adecuación
importante de nuestra normativa a estos nuevos
marcos jurídicos.

II. OBJETIVOS Y ALCANCE DEL INFORME
DE ASESORAMIENTO.

Teniendo en cuenta la solicitud formulada por
la CEERCA en su Acuerdo de 20 de junio, la

Cámara de Comptos de Navarra quiere señalar
que este Informe de Asesoramiento no pretende
ser un compendio exhaustivo sobre la reforma de
la contratación administrativa. Se trata, más bien,
de un Informe elaborado en virtud de su experien-
cia en esta materia, adquirida a través de las
actuaciones fiscalizadoras que ha llevado a cabo
en este ámbito durante los últimos años y en el
que se pretende ofrecer al Parlamento una idea
clara sobre las deficiencias y problemas más
importantes que atañen a la contratación adminis-
trativa, así como sobre posibles líneas de solu-
ción.

Podemos señalar, en consecuencia, que los
objetivos básicos de este Informe son los siguien-
tes:

1.º Identificar los problemas principales detec-
tados por la Cámara de Comptos en la contrata-
ción administrativa y que deben ser tenidos en
cuenta por el legislativo a la hora de abordar la
reforma de esta materia.

2.º Indicar al Parlamento diversas deficiencias
de la normativa contractual vigente que deberían
corregirse en la futura regulación de la contrata-
ción administrativa.

3.º Ofrecer al Parlamento posibles sugeren-
cias o líneas de reforma de alguna de estas cues-
tiones, sin entrar a formular propuestas legislati-
vas concretas que, en todo caso, corresponde
elaborar al legislativo. 

Como criterio general, para cada materia trata-
da se señalará la situación o problemática actual
detectada, la importancia o repercusión que ello
pueda tener y las líneas básicas que pueda seguir
su futura regulación, teniendo como referencia
directa la actual regulación comunitaria y el conte-
nido del Proyecto de Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, actualmente en fase
de tramitación parlamentaria y que, previsible-
mente, será aprobado y entrará en vigor dentro
de este año 1994.

Todas estas disposiciones y textos se reco-
gen, junto con otras importantes referencias lega-
les, doctrinales y jurisprudenciales, en el dossier
sobre contratación administrativa elaborado, en
junio de este año, por los servicios jurídicos del
Parlamento de Navarra al que nos remitimos por
su valor documental.

III. MARCO JURIDICO BASICO APLICABLE
A LA CONTRATACION ADMINISTRATIVA.

Tres son los ámbitos normativos que inciden
en el régimen jurídico aplicable en materia de
contratación administrativa y que, por tanto,
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deben ser considerados detenidamente a la hora
de plantearse la reforma de esta materia: 

1.º El derecho comunitario, caracterizado por
dos notas básicas:

a) La regulación de la contratación administra-
tiva en la Comunidad Europea se ha producido
hasta la fecha mediante Directivas y no mediante
Reglamentos, lo que supone que persigue la
aproximación y confluencia de las disposiciones
de los estados miembros, pero no de una manera
uniforme y exhaustiva, sino dejando a estos la
elección de los medios y formas de realizarla,
bajo la condición de que sus normas garanticen la
aplicación de estas directivas de manera suficien-
temente clara y precisa y de que mediante ellas
se salvaguarden las libertades esenciales consa-
gradas por el Tratado de la Unión relativas a la
libre circulación de mercancías, personas, servi-
cios y capitales.

b) El carácter parcial de esta regulación cen-
trada, de manera casi exclusiva, en lo relativo a la
fase de adjudicación de los contratos. Sustancial-
mente, pues, la normativa comunitaria en la mate-
ria se dirige a la eliminación de trabas, restriccio-
nes y barreras proteccionistas entre los estados
miembros y a garantizar los principios de publici-
dad, transparencia y libre concurrencia en la con-
tratación administrativa entre sus profesionales y
empresas. 

Dejando a un lado directivas anteriores ya
modificadas y aquellas otras que estando vigen-
tes no tienen una incidencia directa sobre esta
materia de la contratación administrativa, pode-
mos señalar como directivas comunitarias más
importantes a tener en cuenta las siguientes:

– Directiva 89/665/CEE, de 21 de diciembre,
relativa a la coordinación de las disposiciones
legales, reglamentarias y administrativas referen-
tes a la aplicación de los procedimientos de recur-
so en materia de adjudicación de los contratos
públicos de suministro y de obras.

– Directiva 92/50/CEE, de 18 de junio, sobre
coordinación de los procedimientos de adjudica-
ción de los contratos públicos de servicios, que
recoge la normativa comunitaria vigente para esta
clase de contratos.

– Directiva 93/36/CEE, de 14 de junio, sobre
coordinación de los procedimientos de adjudica-
ción de contratos públicos de suministro, que
constituye el texto refundido del derecho comuni-
tario vigente en esta materia.

– Directiva 93/37/CEE, de 14 de junio, sobre
coordinación de los procedimientos de adjudica-

ción de los contratos públicos de obras, que cons-
tituye el texto refundido del derecho comunitario
vigente para este tipo contratos. 

– Directiva 93/38/CEE, de 14 de junio, sobre
coordinación de los procedimientos de adjudica-
ción de contratos en los sectores del agua, de la
energía, de los transportes y de las telecomunica-
ciones, esto es de los denominados "sectores
excluidos de la contratación", cuya entrada en
vigor está prevista, en principio, para el 1 de
enero de 1996.

2.º El derecho estatal, cuya incidencia en el
ordenamiento jurídico de la Comunidad Foral se
produce por una doble vía:

a) Por un lado, a tenor de lo dispuesto por el
artículo 49.1 d) de la Ley Orgánica de Reintegra-
ción y Amejoramiento del Régimen Foral de
Navarra (en adelante LORAFNA), a través del
respeto que la normativa foral debe a los princi-
pios esenciales de la legislación básica del Esta-
do.

b) Por otro lado, en virtud de lo dispuesto en el
artículo 40.3 de la LORAFNA y en la medida en
que no exista regulación propia en la Comunidad
Foral, mediante la aplicación supletoria a esas
materias del derecho estatal.

La normativa estatal a tener en cuenta en
materia de contratación administrativa viene
dada, básicamente, por las disposiciones siguien-
tes:

– Ley de Contratos del Estado (en adelante
LCE), aprobada mediante Decreto Legislativo
923/1965, de 8 de abril.

– El Reglamento de Contratos del Estado (en
adelante RCE), aprobado por Decreto 3410/1975,
de 25 de noviembre.

– El Decreto 3854/1970, de 31 de diciembre,
por el que se aprueba el Pliego de Cláusulas
Administrativas Generales para la contratación de
obras del Estado.

– El Decreto 1005/1974, de 4 de abril, por el
que se regulan los contratos de Asistencia Técni-
ca.

– El Real Decreto 609/1982, de 12 de febrero,
por el que se dictan normas para la Clasificación
de las empresas consultoras y de servicios.

– El Real Decreto 1465/1985, de 17 de julio,
sobre contratación para la realización de Trabajos
Específicos y Concretos no habituales.

– El Decreto 1998/1961, de 19 de octubre,
sobre Tarifas de Ingenieros y el Decreto 2512/77,
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de 17 de junio, sobre Tarifas y Honorarios de
Arquitectos.

– El Real Decreto 1881/1984, de 30 de agosto,
sobre Revisión de Precios en la Contratación
Administrativa.

– El Real Decreto 555/86, de 21 de febrero,
sobre Seguridad e Higiene en el trabajo.

– El Real Decreto Legislativo 1302/86, de 28
de junio, sobre Evaluación del Impacto Ambiental
de las Obras Públicas.

– El Real Decreto 30/1991, de 18 de enero,
por el que se establece el régimen orgánico y fun-
cional de la Junta Consultiva de Contratación
Administrativa.

– La Orden de 28 de junio de 1991 sobre Cla-
sificación de Empresas Contratistas de Obras.

Junto a esta normativa resulta obligado, por su
importancia, referirse al nuevo Proyecto de Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas
(en adelante PLCAP) actualmente en fase de tra-
mitación parlamentaria y que, previsiblemente,
será aprobado por las Cortes dentro de este año
1994.

Este Proyecto de Ley acomete la reforma de la
contratación pública, adaptando la actual regula-
ción a las directivas comunitarias en la materia y
operando un profundo cambio en la estructura,
sistemática y contenido de la Ley de 1965. Debe
ser, por tanto, una referencia básica a la hora de
abordar la reforma de esta materia en la Comuni-
dad Foral, tanto por las innovaciones y mejoras
que pueda presentar como por la aplicación a la
Comunidad Foral de los principios esenciales de
la legislación básica en esta materia, cuya delimi-
tación se contiene en la Disposición Final Primera
del actual Proyecto. 

3.º El derecho de la Comunidad Foral que, en
virtud de lo dispuesto en el artículo 49.1 d) de la
LORAFNA, tiene competencia exclusiva en mate-
ria de contratos administrativos respetando los
principios esenciales de la legislación básica del
estado, a diferencia del resto de comunidades
autónomas cuya regulación de esta materia, de
producirse, queda vinculada por esa legislación
básica y no solo por sus principios inspiradores
como en el caso de Navarra.

Según lo dispuesto por el artículo 40.1 de la
LORAFNA, en las materias que sean competen-
cia exclusiva de Navarra, corresponden a la
Comunidad Foral las potestades legislativa, regla-
mentaria, administrativa y revisora que deberán
ejercitarse en los términos previstos en dicha Ley

y en la legislación del Estado a la que la misma
hace referencia.

La normativa básica dictada por la Comunidad
Foral en materia de contratación administrativa
viene dada por las siguientes disposiciones:

– Ley Foral 13/1986, de 14 de noviembre de
Contratos de la Administración de la Comunidad
Foral (en adelante LFC).

– Decreto Foral 205/1988, de 21 de julio, por
el que se regula el otorgamiento de aval en los
contratos de la Administración de la Comunidad
Foral de Navarra.

– Decreto Foral 161/1991, de 25 de abril, por
el que se regulan los contratos de Asistencia Téc-
nica.

– Decreto Foral 162/1991, de 25 de abril, por
el que se regula el Registro de Contratos.

– Decreto Foral 132/88, de 4 de mayo, por el
que se crea la Junta de Contratación Administrati-
va.

– Ley Foral 13/1993, de 30 de diciembre, de
presupuestos Generales de Navarra para el ejer-
cicio de 1994 (artículos 38 a 44).

– Acuerdo de 16 de mayo de 1994, del Gobier-
no de Navarra, por el que se establecen normas
para la adjudicación de contratos públicos.

Esta normativa se completaría con las disposi-
ciones anteriores a la LFC que han mantenido su
vigencia por la falta de desarrollo reglamentario
de la misma y que, básicamente, serían:

– El Acuerdo de la Diputación Foral, de 3 de
mayo de 1916, por el que se aprueban los Pliegos
de Condiciones Generales de la Contratación de
Obras Provinciales.

– Los Acuerdos de la Diputación Foral, de 7 de
diciembre de 1973 y 26 de marzo de 1975, sobre
Revisión de Precios.

Estas disposiciones, a las que se remite la
propia LFC en sus disposiciones transitorias Pri-
mera y Segunda, son bastantes incompletas por
lo que se hace necesario acudir en ambos casos,
con carácter supletorio, a la legislación estatal
vigente.

Por otra parte, la LFC no contempla la existen-
cia de un Reglamento que la desarrolle sino que,
su Disposición Adicional Primera, señala que el
Gobierno de Navarra dictará las disposiciones
reglamentarias que considerase precisas para el
desarrollo y ejecución de la misma. Ello en la
práctica se ha traducido, a diferencia del Estado,
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en la inexistencia de un Reglamento de Contrata-
ción lo que ha dado lugar a que para interpretar
muchas cuestiones insuficientemente tratadas en
la LFC sea necesario acudir habitualmente al
RCE.

IV. ASPECTOS QUE A JUICIO DE LA
CÁMARA DE COMPTOS DEBEN SER CONSI-
DERADOS EN LA REFORMA DE LA CONTRA-
TACIÓN ADMINISTRATIVA.

Intentaremos a continuación a analizar, de
forma breve pero rigurosa, los diversos aspectos
y problemas que la Cámara de Comptos de Nava-
rra, atendiendo a su experiencia en la materia,
considera que deben ser tenidos en cuenta por el
legislador a la hora de acometer la reforma de la
regulación de la contratación administrativa en la
Comunidad Foral.

Para ello, dividiremos este capítulo en tres
partes relativas a los aspectos generales de la
contratación administrativa, a las cuestiones refe-
rentes al contrato de obras y a los aspectos relati-
vos a otras figuras o modalidades de contrata-
ción, siendo en todo caso conscientes de que
algunos aspectos tratados en el apartado general
van a tener una especial incidencia en el contrato
de obras y otros tratados en el contrato de obras
pueden también tener carácter general y, por
tanto, su contenido ser aplicable a otras figuras.

IV.1. ASPECTOS GENERALES DE LA CON-
TRATACION ADMINISTRATIVA.

a) La estructura y contenido de la Ley Foral
de Contratos. Como primer aspecto general que
nuestro legislador debiera contemplar en la futura
reforma de esta materia, hemos de señalar el de
la estructura y contenido de la LFC. En este senti-
do ha de señalarse que la actual estructura de la
LFC es, en resumen, la siguiente:

– Una breve Exposición de Motivos, que ni tan
siquiera se titula e identifica como tal.

– Un Título Preliminar, que hace referencia tan
solo a algunas de las materias generales y comu-
nes a la contratación administrativa.

– Un Libro Primero, compuesto por tres títulos
dedicados respectivamente al contrato de obras,
con un amplio contenido común al resto de los
contratos; al de Gestión de Servicios Públicos y al
de Suministro.

– Un Libro Segundo, dedicado a las fianzas y
garantías de la contratación.

– Un Libro Tercero, dedicado a la clasificación
de contratistas y al registro de contratos.

– Un Libro Cuarto, dedicado a la contratación
de los organismos autónomos.

– Cuatro Disposiciones Adicionales, en las que
se hace referencia a los contratos de asistencia
técnica y de trabajos específicos no habituales, y
a la Junta de Contratación Administrativa, cuya
regulación se remite al Gobierno; Cuatro Disposi-
ciones Transitorias, una Disposición Final y otra
Derogatoria.

Varios son los aspectos que, a juicio de esta
Cámara de Comptos,sorprenden a primera vista
de la actual estructura y contenido de la LFC y
merecen ser objeto de consideración especial por
el legislador. Entre ellos y de forma resumida,
podemos señalar los siguientes: 

1.º La escueta exposición de motivos que, en
ocasiones, no ofrece las necesarias pautas o cla-
ves interpretativas del texto legal que introduce.

2.º La regulación de aspectos generales y
comunes a la contratación fuera del Título Prelimi-
nar dedicado expresamente a regular estas mate-
rias.

3.º El carácter supletorio que la regulación del
contrato de obras presenta respecto de otros
tipos de contrato cuya regulación y problemática,
en muchos aspectos, poco tienen que ver con
aquél.

4.º El dedicar sendos libros de la ley a regular
aspectos que, aunque importantes, no dejan de
ser puntuales como las garantías de la contrata-
ción y la clasificación de contratistas.

5.º El dejar fuera del ámbito de la Ley los con-
tratos de asistencia técnica y los de trabajos
específicos no habituales, cuya regulación se
remite al ejecutivo.

Estas y otras cuestiones, creemos, reflejan
ciertas incoherencias y desequilibrios del actual
texto legal que, en ocasiones, dan lugar a algunos
problemas a la hora de su aplicación práctica. Por
ello, el legislador foral deberá procurar que la futu-
ra ley de contratos sea más sistemática, completa
y coherente que la actual para lo cual apuntamos,
entre otras, las siguientes consideraciones:

1.ª La necesidad de que la futura LFC se inicie
con una Exposición de Motivos acorde a la impor-
tancia de la reforma que se acometa y de la pro-
pia materia de la contratación pública, que ofrez-
ca las claves interpretativas de su articulado y se
refiera, entre otras, a cuestiones como los antece-
dentes legales, la justificación de la nueva ley,
sus objetivos, su estructura, los principios que la
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inspiran, las modificaciones e innovaciones que
introduzca etc...

2.ª Procurar que el Título Preliminar o Libro
Primero, relativo a las disposiciones generales y
comunes a la contratación administrativa, contem-
ple de forma exhaustiva todos los elementos
comunes y estructurales de la contratación públi-
ca como pueden ser: su ámbito de aplicación, las
partes contratantes, el objeto del contrato, el pre-
cio, el plazo, la capacidad para contratar, las
prohibiciones, la clasificación y registro de empre-
sas, las garantías de la contratación, los pliegos
de cláusulas, las causas y efectos de la invalidez
de los contratos, el contenido de los expedientes
de contratación, la publicidad en la contratación,
los sistemas de licitación, la formalización de con-
tratos, las modificaciones, la revisión de precios,
las cesiones y subcontrataciones, el Registro de
Contratos, la Junta de Contratación Administrati-
va, la competencia fiscalizadora de la Cámara de
Comptos en la materia etc...

Algunos de estos elementos se encuentran
regulados, en estos momentos, de forma escueta
en el actual Título Preliminar de la LFC. Sin
embargo, muchos de ellos están dispersos en la
regulación del contrato de obras, a la que, como
se ha indicado, la LFC quiso dar un carácter
general y supletorio a la regulación de otros con-
tratos que la experiencia ha demostrado no servir
en muchos casos; en otros libros de la propia LFC
como el Segundo y el Tercero que regulan, res-
pectivamente, las garantías de la contratación y la
clasificación de contratistas y el registro de con-
tratos; y en otras disposiciones de carácter regla-
mentario, en ocasiones, anteriores a la propia
LFC como es el caso de la revisión de precios.

3.ª En el Libro Segundo habría de recogerse,
en títulos diferentes, la regulación de cada una de
las figuras que integran la contratación adminis-
trativa: contrato de obras, de gestión de servicio
público, de suministro y de servicios o asistencia
técnica. A este respecto, carece de sentido en la
actualidad mantener fuera de la LFC figuras con-
tractuales tan extendidas como los contratos de
Asistencia Técnica que, además, está en estos
momentos regulada por el Gobierno mediante
Decreto Foral. Consideramos, pues, necesaria la
integración de esta figura en la futura regulación
de la LFC como una modalidad más de contrata-
ción administrativa.  

4.ª Tras el Libro dedicado a la regulación de
las diferentes figuras contractuales pudiera incluir-
se, de considerarse necesario, un Libro Tercero
dedicado a regular las peculiaridades que pueda
presentar la contratación administrativa que reali-

zan determinados organismos y entidades públi-
cas como pueden ser los organismos autónomos,
las empresas públicas, las universidades etc...,
así como a la aplicación de esta normativa a las
entidades locales.

Señalar para terminar este apartado que el
modelo de estructura y contenido que plantea el
PLCAP para la futura LCE nos parece más
correcto y equilibrado que el de la actual LFC, por
lo que podría servir de referencia válida en este
punto al legislador foral. 

b) La Junta de Contratación Administrativa,
actualmente regulada por Decreto Foral 132/88,
de 4 de mayo. Como reiteradamente ha señalado
la Cámara de Comptos en sus informes la Junta
de Contratación Administrativa, por las funciones
que tiene encomendadas, se configura como un
organismo esencial de la contratación pública.

A ella corresponde, según la LFC y el Decreto
que la regula, una serie de importantes funciones
entre las que destacan: elaborar las disposiciones
reglamentarias para el desarrollo de la LFC, reali-
zar estudios y proponer medidas para la mejora
de la contratación pública, informar diversas cues-
tiones básicas en esta materia, velar por el estric-
to cumplimiento de la legislación de contratos,
resolver las dudas interpretativas que de esta
puedan derivar, dirigir el registro de contratos
etc...

La experiencia viene demostrando, sin embar-
go, la inoperancia y falta de medios de este orga-
nismo para cumplir eficazmente las importantes
funciones que tiene encomendadas. Ello da lugar
a que, en gran medida, su papel se limite al de un
mero órgano de gestión administrativa del registro
de contratos olvidando las funciones, a nuestro
juicio, mucho más importantes de desarrollo
reglamentario, asesoramiento y control de legali-
dad en materia de contratos que la convertirían,
en definitiva, en un verdadero órgano asesor y de
control interno en esta materia capaz de ofrecer al
ejecutivo una visión global sobre la contratación
pública.

Por ello, entendemos, que la futura reforma de
la contratación administrativa, debiera procurar en
relación con la Junta de Contratación Administrati-
va incluir, en la parte general de la Ley, una refe-
rencia sucinta a sus objetivos, organización y fun-
ciones con el fin de dotarle del respaldo legal
adecuado a la importancia de las tareas que tiene
encomendadas.

Asimismo el futuro desarrollo reglamentario de
la nueva ley ha de procurar una mayor operativi-
dad de la Junta, contemplando Junto al Pleno,
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compuesto por casi 20 personas y que se reúne
esporádicamente, la existencia de secciones o
comisiones sectoriales de trabajo que asuman el
estudio y análisis de áreas concretas.

Por último, es preciso potenciar los medios
humanos y materiales de la Junta y, en especial,
de su Secretaría adscribiendo el personal técnico
y administrativo necesario que le permita realizar
eficazmente sus funciones.

En definitiva, hemos de destacar el importante
papel que corresponde desempeñar a esta Junta
y que hasta la fecha ha pasado casi desapercibi-
do. La importancia y trascendencia que en estos
momentos tiene la contratación administrativa,
nos obligan a potenciar órganos como este que
están llamados a desempeñar un papel clave en
este ámbito.

c) Exclusión del ámbito de la LFC de los
convenios de colaboración y cooperación
celebrados entre entidades públicas. Entrando
en el análisis y formulación de propuestas que
atañen a cuestiones puntuales, entendemos
necesario excluir del ámbito de aplicación de la
futura Ley de Contratos todos aquellos convenios
y acuerdos de colaboración y cooperación entre
la Administración de la Comunidad Foral y otros
organismos públicos como Institutos de Forma-
ción, Universidades, Seguridad Social, otras
Administraciones Territoriales etc...

Nada se señala al respecto en el actual artícu-
lo 2º de la LFC, a diferencia de lo dispuesto en su
homólogo de la LCE y en la redacción actual del
artículo 2.1 d) del PLCAP, en que este tipo de
convenios se excluyen del ámbito de aplicación
de la LCE.

Consideramos, en definitiva, que estos conve-
nios por su naturaleza, por su finalidad y por el
carácter público de las partes intervinientes deben
quedar excluidos de la futura regulación de esta
materia.

d) Incompatibilidades de altos cargos para
contratar con la Administración. Tampoco tiene
sentido, a juicio de esta Cámara de Comptos, que
el actual artículo 8.6 de la LFC, al tratar de las
prohibiciones para contratar con la Administra-
ción, incluya una remisión a la Ley 25/1983, de 26
de diciembre, sobre incompatibilidades de altos
cargos que resulta inaplicable al no contemplar
dicha Ley las incompatibilidades de los altos car-
gos de las comunidades autónomas.

Entendemos que, dada la importancia de esta
materia y el vacío legal existente, esta cuestión
debiera ser objeto de regulación especial y, en su

defecto, la futura Ley Foral de Contratos podría
establecer unas pautas mínimas al respecto apli-
cables tanto en el ámbito de la Administración de
la Comunidad Foral como, de considerarse nece-
sario, en el de la Administración Local.

e) La revisión de precios. A nuestro juicio
éste es otro de los aspectos importantes de la
contratación pública que, en la actualidad, está
insuficientemente previsto en el escueto artículo
11.5 de la LFC y confusamente regulado en los
Acuerdos de la Diputación Foral de Navarra, de 7
de diciembre de 1973 y 26 de marzo de 1975.

La revisión de precios debiera aplicarse no
solo en el caso del contrato de obras sino en
aquellos otros en que el transcurso del tiempo o
las circunstancias que concurran produzca un
desequilibrio entre las prestaciones sinalagmáti-
cas acordadas por las partes contratantes. Por
otra parte, su cálculo debiera derivarse de fórmu-
las claras y sencillas, y su liquidación efectuarse
de forma separada a la de otros conceptos.

Los artículos 102 a 107 del PLCAP regulan
extensamente esta figura de la revisión de precios
pudiendo servir de guía su contenido al legislador
foral. 

f) El procedimiento administrativo de la lici-
tación. Esta fase comprendería desde la publica-
ción de los correspondientes anuncios de licita-
ción y la presentación de ofertas hasta la
adjudicación del contrato. 

El procedimiento administrativo a seguir para
la adjudicación de los contratos se presenta como
una de las etapas más sensibles de la contrata-
ción administrativa, cualquiera que sea la forma
de licitación elegida. En él nos encontramos con
una serie de actuaciones administrativas, aparen-
temente de mero trámite y de poca trascendencia,
pero que en realidad tienen una incidencia decisi-
va en la selección final del adjudicatario. Entre
estas actuaciones podemos señalar: la correcta
publicación de la licitación, la recepción en plazo
y forma de las proposiciones, la calificación de la
documentación presentada, la decisión de excluir
empresas licitadoras o darles la posibilidad de
subsanación de errores, los informes técnicos de
evaluación de ofertas, la aclaración de dudas y
ampliación de datos con los licitadores en relación
con sus proposiciones, la motivación de la resolu-
ción de adjudicación etc...

La experiencia de la Cámara de Comptos en
la materia pone de relieve que, a pesar de la
importancia que estas actuaciones tienen en la
adjudicación final del contrato, muchas veces no
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se realizan de forma correcta y homogénea exis-
tiendo una amplia casuística al respecto. 

Así, en ocasiones, no se exige o analiza con
rigor la documentación que deben presentar los
licitadores, en otros casos no existen criterios cla-
ros a la hora de resolver sobre si determinadas
deficiencias de las ofertas deben dar lugar a su
exclusión o a la subsanación de errores, otras
veces los informes técnicos que el órgano de con-
tratación solicita van más allá de su función ase-
sora sobre las proposiciones presentadas y, en
fin, se aprecia en general una falta de pautas o
criterios procedimentales claros sobre cómo
actuar y resolver determinadas cuestiones o
dudas que se puedan presentar.

Por ello, y dada la incidencia que esta materia
tiene sobre el resultado final de la adjudicación,
consideramos básico que la futura normativa
sobre contratación pública establezca una regula-
ción clara y precisa sobre los aspectos procedi-
mentales más importantes en esta fase de la con-
tratación que garantice al máximo los principios
de seguridad jurídica e igualdad de trato de los
licitadores, haciendo hincapié, especialmente, en
las siguientes cuestiones:

1.ª La publicación del anuncio de licitación en
el Boletín Oficial del Estado (BOE), actualmente
no contemplada en la LFC, al menos en los casos
en que, por su cuantía, la licitación deba publicar-
se en el Diario Oficial de las Comunidades Euro-
peas (DOCE). 

2.ª La presentación y el contenido de las pro-
posiciones, así como su correcta recepción en
forma y plazo.

3.ª Las funciones de la Mesa de Contratación
en los distintos tipos de licitación.

4.ª Los casos en que procede la exclusión o la
subsanación de errores de las proposiciones pre-
sentadas.

5.ª Los criterios y pautas a seguir por los órga-
nos de contratación para declarar desierta una
convocatoria y las actuaciones subsiguientes.

6.ª El alcance que ha de darse a la aclaración
y precisión de ofertas con los licitadores que, en
ningún caso, debe propiciar tratos discriminatorios
o de favor entre ellos, en línea con lo que estable-
cen las directivas comunitarias al respecto.

7.ª La motivación y publicidad de las resolucio-
nes de adjudicación.

La regulación clara y precisa para cada tipo de
licitación, de estas y otras cuestiones procedi-
mentales tendrá como finalidad evitar al máximo

discrecionalidades y arbitrariedades en estos pro-
cedimientos y procurar actuaciones lo más homo-
géneas posibles de los respectivos órganos que
intervienen en el proceso de adjudicación de los
contratos públicos.

g) Criterios y baremos de selección de con-
tratistas en los concursos. Como característica
más notable que presenta el concurso frente a la
subasta destaca la discrecionalidad de que goza
la Administración para adjudicar el contrato a la
proposición que, a su juicio, sea en conjunto más
ventajosa, sin atender exclusivamente al valor
económico de la misma.

Esta discrecionalidad, sin embargo, no es ilimi-
tada ni puede dar lugar a actuaciones arbitrarias
de la Administración, sino que tiene como finali-
dad elegir la proposición más ventajosa para la
satisfacción del interés público perseguido. Por
ello, la propia LFC, tras indicar alguno de estos
criterios, obliga a la Administración a establecer
en los Pliegos los criterios que han de servir de
base para resolver sobre cual sea la proposición
más ventajosa señalando el RCE que, cuando
sea posible, se indicará por orden decreciente la
importancia que se les atribuya.

En definitiva, la regulación del concurso debe
tratar de salvaguardar y armonizar dos principios
básicos: por un lado, la discrecionalidad de la
Administración para valorar las proposiciones pre-
sentadas y decidir sobre cual es la oferta más idó-
nea para el interés público perseguido por el con-
trato y, por otro, garantizar la libre concurrencia,
seguridad jurídica e igualdad de trato de los licita-
dores que concurran.

Pues bien, la experiencia de la Cámara de
Comptos en las fiscalizaciones realizadas en los
últimos años sobre esta materia, pone de relieve
una serie de realidades que evidencian un alto
grado de discrecionalidad por parte de la Adminis-
tración a la hora de la adjudicación de los contra-
tos públicos como son:

1.ª Los criterios de selección de contratistas
no se reflejan, habitualmente, en los Pliegos por
su valor porcentual u orden de importancia. 

2.ª Los criterios de selección no siempre son
objetivos, siendo frecuente encontrar entre ellos
criterios subjetivos como el del "interés empresa-
rial en la zona", que se repite prácticamente en
todos los concursos.

3.ª Los baremos de cuantificación de esos cri-
terios no están oficialmente aprobados, ni son
públicos, apareciendo normalmente por vez pri-
mera en los informes técnicos de evaluación de
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ofertas que se elaboran para el órgano de contra-
tación poco antes de que este resuelva sobre la
adjudicación y, por tanto, después de abiertas las
proposiciones por la Mesa de Contratación.

4.ª En muchos casos no existe homogeneidad
a la hora de aplicar los baremos, valorando un
mismo criterio a una misma empresa y para una
misma obra u obras similares de forma diferente.
Es frecuente, asimismo, encontrar en un mismo
proceso selectivo varios baremos diferentes con
los que se efectúan diversas valoraciones y pro-
puestas de adjudicación.

En definitiva se está produciendo, a nuestro
juicio, un cierto desequilibrio entre el principio de
discrecionalidad que debe tener la Administración
para elegir la oferta más ventajosa y el de seguri-
dad jurídica de los licitadores, en perjuicio de este
segundo.

Por ello, la futura reforma de la legislación de
contratos en este punto debe ser especialmente
cuidadosa a la hora de establecer una serie de
mecanismos que hagan posible un mayor grado
de transparencia y objetividad en estos procesos
de adjudicación. En definitiva, y como aspectos
más importantes a tener en cuenta, la futura legis-
lación debiera procurar:

1.º Que los criterios de adjudicación sean cla-
ros y objetivos.

2.º Que estos criterios estén determinados y, a
ser posible, cuantificados en el propio Pliego con
carácter previo a la presentación y apertura de las
proposiciones. En este sentido, sería deseable
que los posibles licitadores a una contratación
pública conocieran por anticipado los criterios y
baremos con arreglo a los cuales van a ser eva-
luadas sus proposiciones. Ello incrementaría el
grado de transparencia de la licitación y permitiría
a los licitadores tener más elementos de juicio
para decidir previamente sobre si les interesa o
no concurrir a la contratación. 

3.º Que los baremos de valoración de esos cri-
terios se aprueben oficialmente.

4.º Sería conveniente, asimismo, reconsiderar
los actuales criterios de valoración utilizados por
la Administración, básicamente: precio, plazo,
experiencia y capacidad de la empresa, relación
de maquinaria y subcontratistas, interés empresa-
rial en la zona y ofertas alternativas, adecuándo-
los a las nuevas realidades que presiden la con-
tratación pública y tomando en consideración
otros nuevos que puedan servir para la mejor
selección de contratistas.

En este sentido, creemos deben tener un peso
importante en el proceso de selección de contra-
tistas criterios como la solvencia técnica y econó-
mica de la empresa, la experiencia que sobre la
misma tenga la Administración en relación con
trabajos que haya realizado con anterioridad
etc..., de forma que se eviten adjudicaciones de
contratos a empresas que carecen de las míni-
mas garantías en este terreno.

La nueva legislación de contratos debe procu-
rar, por otra parte, establecer mecanismos de
control por parte de la Administración que garanti-
cen el cumplimiento por las empresas adjudicata-
rias de los aspectos que han sido objeto de valo-
ración en los concursos, pues de lo contrario se
produce una quiebra importante de todo el siste-
ma. 

Decidir una adjudicación en función de una
mejor oferta económica de 20, 50 o 100 millones
de pesetas y luego aceptar desviaciones econó-
micas de 500 o 1.000 millones no parece muy
serio y, otro tanto, puede decirse de otros aspec-
tos que son objeto de valoración en los concursos
y pueden ser decisivos a la hora de la adjudica-
ción de un contrato como el plazo, la maquinaria,
los subcontratistas, el personal técnico asignado
etc..., que, en muchas ocasiones y una vez las
obras en fase de ejecución no son objeto del ade-
cuado control y seguimiento por parte de la Admi-
nistración.

h) La contratación directa. Según nuestra
legislación, modalidad de contratación excepcio-
nal aplicable en una serie de supuestos tasados
que, en la práctica y en parte por ser norma acu-
dir a ella en las contrataciones de cuantía inferior
a la legalmente prevista, se ha convertido en un
sistema de adjudicación habitual sin que, en
muchos casos, se justifiquen adecuadamente las
circunstancias que concurren para ello.

Por otra parte, la teórica urgencia que en
muchos casos se aduce para acudir a este siste-
ma de licitación da lugar a que, cuando se utiliza,
los expedientes de contratación que debieran for-
malizarse carezcan de muchos de los requisitos
básicos que todo expediente debe contener
dando lugar a que, de forma bastante habitual,
contratación directa sea sinónimo de ausencia de
expediente de contratación y discrecionalidad
absoluta de la Administración en la adjudicación.

Por ello, entendemos que la reforma de la
legislación de contratos en este punto debe pro-
curar, como en el caso del concurso, alcanzar el
máximo grado de transparencia y objetividad, pro-
curando para ello lo siguiente:
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1.º Que se mantenga el carácter excepcional
de este sistema de licitación y se exija justificar
adecuadamente las circunstancias por las que se
recurre a él.

2.º Que se establezcan expresamente, si se
quiere de forma simplificada y según los supues-
tos, una serie de requisitos mínimos exigibles en
estos expedientes de contratación. Entre ellos,
destacaríamos los siguientes:

– Un mayor grado de publicidad de estas con-
trataciones.

– La exigencia de los correspondientes infor-
mes jurídicos y de intervención.

– La existencia de Pliegos de Cláusulas que
contengan los aspectos básicos de la contrata-
ción.

– La existencia, cuando puedan concurrir
varios licitadores, de criterios objetivos y cuantifi-
cados de selección de contratistas.

– La actuación de algún órgano o Mesa de
Contratación que proceda a la apertura de las
proposiciones y a la  calificación de la documenta-
ción presentada.  

Finalmente hay que señalar, que el procedi-
miento de contratación directa pasa a denominar-
se en el nuevo PLCAP "procedimiento negociado"
(artículos 92, 138, 139, 180, 181, 208 y 209 de
dicho texto).

i) Motivación, notificación y publicación de
los actos administrativos en los procedimien-
tos de contratación. Tratándose de procedimien-
tos públicos en los que están en juego diversos
derechos e intereses subjetivos, la futura regula-
ción de la contratación pública habrá de prestar
especial atención a la motivación, notificación y
publicidad de los actos administrativos dictados
en estos procedimientos que así lo requieran. 

La experiencia de la Cámara de Comptos en
este punto pone de relieve que la motivación de
los actos administrativos en materia de contrata-
ción es, en muchos casos, genérica e insuficiente;
la notificación a los interesados de las resolucio-
nes que les afectan prácticamente inexistente y la
obligación de publicar las resoluciones de adjudi-
cación de los contratos, muchas veces, se incum-
ple.

Por ello y teniendo además presente como
marco mínimo de referencia la nueva regulación
que de estas materias se contiene en los artículos
53 a 61 de la reciente Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Adminis-

trativo Común (en adelante LRJAP), la nueva
legislación en materia de contratos habrá de pro-
curar:

1.º La motivación de los actos administrativos
en los casos en que así lo exija la LRJAP. Esta
motivación deberá contener una referencia sucin-
ta a los antecedentes de hecho y fundamentos de
derecho del acto que se dicta y hacer referencia a
los criterios de adjudicación utilizados.

2.º La notificación a los interesados, cuando
corresponda, de las resoluciones y actos adminis-
trativos que afecten a sus derechos e intereses.
Esta notificación contendrá el texto íntegro de la
resolución o acto dictado, con indicación de los
recursos que procedan, del plazo para su interpo-
sición y el órgano ante el que hayan de presentar-
se.   

3.º La publicación de las resoluciones adminis-
trativas, especialmente, las que resuelven sobre
la adjudicación de los contratos. El contenido de
estas publicaciones será similar al señalado para
el caso de la notificación.

j) Sanciones por demoras en la ejecución
de los contratos. Una de las deficiencias más
frecuentes que la Cámara de Comptos ha detec-
tado en la contratación administrativa es la exis-
tencia, casi general en todos los expedientes, de
retrasos e incumplimientos de los plazos parciales
y totales de ejecución de los contratos que ade-
más, en muchos casos, ni son objeto de aproba-
ción expresa por el órgano de contratación, ni dan
lugar a la aplicación de las sanciones por retraso
previstas en los Pliegos de Cláusulas Administra-
tivas. 

Estos retrasos, que en ocasiones son conside-
rables, son si cabe menos aceptables con la
generalidad con la que se están produciendo si
consideramos que el plazo de ejecución del con-
trato es uno de los elementos importantes que se
tienen en cuenta a la hora de valorar las ofertas
presentadas y resolver sobre la adjudicación. 

Valorar este aspecto, que puede ser decisivo
para decidir el adjudicatario de un contrato, si con
posterioridad no se exige su cumplimiento ni res-
ponsabilidad alguna por su incumplimiento, origi-
na en la práctica la quiebra y falta de credibilidad
de los sistemas de adjudicación. Por ello conside-
ramos necesario que la futura legislación contrac-
tual refuerce el control sobre este elemento bási-
co de la contratación administrativa, aplicando las
medidas necesarias para ello.

A este respecto el PLCAP, en su artículo 95,
establece una escala de sanciones por retraso,
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en función del importe del contrato y el tiempo
transcurrido, que puede servir de referencia al
legislador foral en esta punto, además de que por
esta vía se otorgaría el necesario rango legal a
esta materia sancionadora, ahora contemplada en
el RCE y en los Pliegos de Cláusulas del contrato. 

k) Precio del contrato, presupuesto del
contrato, valor total de la obra, precio de adju-
dicación, anualidad, presupuesto total etc...
Esta cuestión aparentemente terminológica viene
dando lugar, a la hora de determinar el alcance
de estas expresiones y su aplicación a materias
concretas, a diversos problemas interpretativos
que exigen, en nuestra opinión, que la futura
legislación de contratos realice un esfuerzo de
precisión y claridad terminológica importante.

Consideramos que, en algunas ocasiones,
estas dudas interpretativas pueden ser artificiosas
y buscadas, incluso, por la propia Administración
en la medida en que le sirven de respaldo o justifi-
cación de determinadas actuaciones, respecto de
las que la ley es bastante clara. Todo ello, sin
embargo, no hace sino reforzar la necesidad de
buscar la máxima claridad y precisión de los tér-
minos y expresiones que se utilicen en la futura
regulación de esta materia, que eviten o limiten al
máximo este tipo de dudas interpretativas. 

Como ejemplo de estos problemas que se
plantean en la práctica y en los que la Cámara de
Comptos se ha encontrado con opiniones e inter-
pretaciones diversas e incluso contradictorias
entre distintos Departamentos y Centros de la
Administración, pueden señalarse los siguientes: 

1.º Si a la hora de determinar el importe sobre
el que debe recaer la fianza definitiva, especial-
mente, en los contratos de asistencia técnica plu-
rianuales, por "precio de adjudicación" de que
habla la ley ha de entenderse el precio total de la
misma o el precio de la anualidad. A nuestro jui-
cio, la respuesta es clara debiendo entenderse
que el cálculo de la fianza ha de recaer sobre el
precio total de la adjudicación o precio del contra-
to y no sobre el importe de la anualidad.

2.º Problema similar se plantea y la misma
respuesta se ofrece, respecto de la cuestión de la
exigencia del documento de clasificación empre-
sarial de los licitadores, en el que la expresión
presupuesto del contrato es clara y debe enten-
derse en el sentido de presupuesto total del
mismo y no el de la anualidad o presupuesto
anual. En definitiva, la clasificación exigible al
contratista vendrá determinada en función del
importe global del contrato y no del de la anuali-
dad.

3.º Sobre si en materia de modificaciones,
obras accesorias y resolución de contratos por
"precio del contrato" o "precio de la principal" de
que habla la ley a efectos del cálculo de los
correspondientes porcentajes de variación y
modificación, ha de entenderse el precio inicial
del contrato o el actual que incorpore al precio pri-
mitivo, el importe de las modificaciones que a su
vez se hayan podido ir produciendo. Cuestiones
todas ellas dudosas que exigen una mayor preci-
sión terminológica y respecto de alguna de las
cuales la Cámara de Comptos en anteriores infor-
mes ha recomendado la necesidad de clarifica-
ción.  

4.º Sobre si en materia de reajuste de fianzas
como consecuencia de modificaciones del contra-
to, la expresión "valor total de la obra contratada"
se refiere, como en los casos anteriores, al precio
inicial del contrato o al de este con sus modifica-
ciones; y si para proceder al citado reajuste es
necesario que el importe del 10% de variación lo
produzca una sola modificación o debe efectuarse
también en el caso de que se llegue a ese por-
centaje a través de modificaciones diversas.  

En definitiva, ha de señalarse que en estos y
otros supuestos similares el legislador deberá pre-
cisar y concretar al máximo las expresiones utili-
zadas, pues en muchos casos expresiones gené-
ricas y ambiguas puede generar problemas
interpretativos importantes.

l) La contratación realizada por empresas
públicas. La LFC dedica los artículos 134 a 137 a
regular la contratación de los organismos autóno-
mos, sin embargo, omite cualquier referencia a un
aspecto tan importante y cada vez más extendido
como es la contratación que realizan las empre-
sas públicas.

De hecho la propia LCE carece de cualquier
referencia a esta materia, debiendo acudirse a la
Disposición Transitoria Segunda de su Reglamen-
to para encontrar una mínima referencia a esta
cuestión.

Consideramos importante que la futura regula-
ción foral de la contratación administrativa esta-
blezca pautas y criterios claros en materia de con-
tratación de empresas públicas, pudiendo
señalarse como referencia al respecto la conteni-
da en la Disposición Adicional Sexta del PLCAP. 

En todo caso, el contenido de esta disposición
debiera considerarse como un punto de partida
mínimo ya que, en nuestra opinión, sería desea-
ble que la legislación foral de esta materia desa-
rrollara algo más el modo en que ha de materiali-
zarse, por parte de las empresas públicas, la
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aplicación de los principios de publicidad y concu-
rrencia de que se habla en el PLCAP, que permi-
tan procesos de contratación lo más abiertos y
homogéneos posibles en todo el sector público
foral. 

m) La contratación de empresas subven-
cionadas. Junto a las contrataciones que realizan
las empresas públicas, la futura regulación de
esta materia podría contener alguna referencia a
las contrataciones que realicen las entidades no
sujetas a la ley de contratos cuando, para ello,
sean subvencionadas en porcentajes significati-
vos del importe del contrato por la Administración.

Aunque la Disposición Final Cuarta del PLCAP
puede suponer una referencia importante en esta
materia, hemos de señalar que nos sorprende un
poco de esta regulación que este tipo de entida-
des privadas queden sujetas, como dice el pro-
yecto, "a las prescripciones de esta Ley relativas
a la capacidad, publicidad, procedimientos de lici-
tación y formas de adjudicación" cuando preten-
dan adjudicar determinados tipos de contratos,
mientras que para el caso de las empresas públi-
cas, como se ha indicado en el apartado anterior,
la única referencia y, además, genérica que se
hace en el proyecto es la de su sujeción a los
principios de publicidad y concurrencia sin que se
concrete la manera en que dicha sujeción ha de
materializarse. 

Nos parece, en definitiva, que este grado de
sujeción y vinculación a la legislación de contratos
que se establece en el PLCAP para las empresas
subvencionadas, debiera aplicarse con más moti-
vo a las empresas públicas participadas mayorita-
riamente por la Administración Foral. 

n) El desarrollo reglamentario de la futura
Ley. Para terminar este apartado general hare-
mos una referencia a la necesidad de que la futu-
ra legislación de contratos prevea de forma realis-
ta el desarrollo reglamentario de los aspectos de
la ley que se consideren necesarios.

Como se ha señalado en el apartado relativo
al marco jurídico regulador, algunos aspectos
importantes de la contratación pública no han sido
objeto de desarrollo reglamentario en la Comuni-
dad Foral tras casi 8 años de vigencia de la LFC.
Entre estos aspectos podemos citar como más
importantes los siguientes:

1.º Los Pliegos de Cláusulas Administrativas
Generales de la Contratación, previstos en el artí-
culo 13.1 de la LFC.

2.º Los Pliegos de Prescripciones Técnicas
Generales de la Contratación, previstos en el artí-
culo 15.2 de la LFC.

3.º La regulación de la revisión de precios,
prevista en el artículo 11.5 de la LFC.

4.º La regulación de los contratos para la reali-
zación de trabajos específicos y concretos no
habituales, prevista en la Disposición Adicional
Tercera de la LFC, a la que por sus particularida-
des no haremos referencia en este epígrafe y que
será tratada en el apartado IV.3 c) de este infor-
me.

Esta circunstancia, unida a la existencia de
una legislación foral obsoleta reguladora de estas
materias, anterior a la LFC, ha hecho necesario
para suplir las insuficiencias legales existentes en
estos ámbitos acudir, frecuentemente, a la legisla-
ción estatal vigente en la materia.

En otros casos como en el de la clasificación
de contratistas, que podían haber sido objeto de
regulación por la Comunidad Foral, la LFC remite
directamente a las normas del estado reguladoras
de esta materia. A este respecto, hemos de seña-
lar que el artículo 28.3 del PLCAP contempla la
posibilidad de que los órganos de contratación de
las comunidades autónomas puedan adoptar
acuerdos en relación con la clasificación y revi-
sión de clasificaciones de los contratistas, siem-
pre que apliquen las mismas reglas y criterios
establecidos en la futura ley de contratos y en sus
disposiciones de desarrollo.

Por otra parte, la ausencia de un Reglamento
de Contratos en la Comunidad Foral que desarro-
lle y complete la LFC, ha hecho también del recur-
so al RCE, para la interpretación de múltiples
aspectos regulados de forma incompleta en la
LFC, una práctica habitual.

Todas estas circunstancias, han puesto de
manifiesto las insuficiencias del marco jurídico
regulador de la contratación pública existente en
la Comunidad Foral.

Por ello, el legislador habrá de reflexionar y
dedicar especial atención a esta materia, deci-
diendo si es o no conveniente encomendar al eje-
cutivo la elaboración de un Reglamento de desa-
rrollo de la futura Ley y velando por la oportuna
aprobación en el tiempo de las disposiciones
reglamentarias precisas que permitan disponer de
un marco jurídico adecuado y evitar, en la medida
de los posible, la aplicación en materia de contra-
tos, de disposiciones anacrónicas o de otro ámbi-
to normativo.
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IV.2. ASPECTOS RELATIVOS AL CONTRA-
TO DE OBRAS.

a) La elaboración, supervisión y aproba-
ción de proyectos. Aspectos esenciales para el
correcto desarrollo de los contratos de obras ya
que del rigor y corrección con que se elabore el
proyecto inicial, van a depender una serie de fac-
tores decisivos que afectan a todas las fases del
expediente de contratación tales como la direc-
ción de obra, la asistencia técnica, el contenido
de las proposiciones, los programas de trabajo,
las modificaciones del contrato, el plazo de ejecu-
ción etc...

Puede afirmarse que la correcta elaboración
de un proyecto garantiza, en gran medida, la
correcta ejecución de la obra por lo que debe
prestarse especial atención a esta fase de la con-
tratación de obras públicas.

La experiencia de la Cámara de Comptos en
este campo ha detectado diversos problemas, ya
puestos de manifiesto en anteriores informes, que
podrían resumirse en los siguientes puntos:

1.º En muchos de los expedientes de obra
revisados por la Cámara de Comptos en los últi-
mos años, nos hemos encontrado con modifica-
ciones de los contratos iniciales, en algunos
casos cuantiosas, justificadas por errores, defi-
ciencias e imprevisiones de proyecto, que ponen
de relieve el poco rigor en su elaboración y apro-
bación.

2.º No existe, en opinión de la Cámara de
Comptos, una adecuada supervisión de los pro-
yectos. Esta fase que debiera ser importante y
definitiva a la hora de resolver sobre el contenido
y aprobación del proyecto presentado, en muchos
casos, no existe como tal y, en otros, no se reali-
za con el rigor que sería deseable. 

3.º En ninguno de los expedientes revisados
por esta Cámara de Comptos en los que se han
detectado errores, imprevisiones y deficiencias
importantes de proyecto, se han adoptado medi-
das investigadoras, correctoras y sancionadoras
respecto a sus autores.

La superación de estos problemas debe llevar
al legislador a establecer una serie de medidas
claras al respecto, que incidan en las siguientes
cuestiones:

1.ª Extremar al máximo las medidas que
garanticen la correcta adjudicación y seguimiento
de los contratos de asistencia técnica de redac-
ción de proyectos cuando su elaboración se enco-
miende a terceros. A este respecto debe exigirse
además de una correcta tramitación de estos

expedientes de contratación, la aprobación de
bases e instrucciones técnicas claras por parte de
la Administración a las que haya de ajustarse el
adjudicatario que eviten indefiniciones y dudas en
la elaboración del proyecto.

2.ª Otorgar a los autores de los proyectos los
medios necesarios que garanticen la correcta ela-
boración de los mismos. A este respecto y de
forma gráfica señalaremos que puede merecer la
pena dedicar mayores recursos a la elaboración
de los proyectos, en la medida en que ello, a
buen seguro, será garantía de ahorro de recursos
y tiempo durante la ejecución de la obra. 

3.ª Exigir la supervisión detallada de los pro-
yectos con carácter previo a su aprobación por el
órgano de contratación. Esta supervisión puede
encomendarse a la oficina u oficinas de supervi-
sión de proyectos, prevista en el artículo 23 de la
LFC, pero que a diferencia del Estado no han sido
objeto de desarrollo, a otros órganos de la Admi-
nistración o a terceros, debiendo quedar, en todo
caso, constancia escrita de la misma.

Señalar a este respecto que el artículo 126 del
PLCAP establece la supervisión obligatoria de los
proyectos con carácter previo a su aprobación
siempre que su cuantía sea igual o superior a los
50 millones de pesetas, teniendo carácter faculta-
tivo en los de cuantía inferior, salvo casos que
afecten a la estabilidad, seguridad o estanqueidad
de la obra, en que el informe supervisor será tam-
bién preceptivo. 

4.ª El establecimiento de una serie de medidas
claras dirigidas a la subsanación y corrección de
errores por los autores de los proyectos y a la exi-
gencia de las responsabilidades a que haya lugar.

Señalamos, asimismo, como modelo que nos
parece correcto a este respecto los artículos 215,
216 y 217 del PLCAP.

Indicaremos por último, que en el caso de enti-
dades locales que carezcan de los medios nece-
sarios, la supervisión de los proyectos podría
encomendarse expresamente a órganos del
Gobierno de Navarra competentes en esta mate-
ria, como ya se viene haciendo en algunos casos.

b) El Replanteo de la Obra y la Comproba-
ción del Replanteo. Figuras muy relacionadas
con la elaboración del proyecto y el inicio de las
obras, respectivamente, e importantes para
garantizar la correcta ejecución de las mismas
que, sin embargo, en nuestra LFC prácticamente
no son objeto de regulación. De hecho, el replan-
teo de la obra se cita, sin explicar en qué consista
y con expresiones distintas, en los artículos 18.1
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a) y 24.1 de la LFC, mientras que se omite cual-
quier referencia al trámite de comprobación del
replanteo.

Asimismo, de la mínima regulación foral de
esta materia se desprende que el replanteo de la
obra tiene lugar una vez aprobado el proyecto lo
cual, dada la finalidad de esta actuación, carece
de sentido y, además, es contrario a la nueva
regulación de esta figura contenida en el artículo
24 de la LCE, según la cual aquélla tiene lugar
una vez redactado el proyecto y con carácter pre-
vio a su aprobación.

Por todo ello, en la práctica estas actuaciones
se confunden y, en muchos casos, ni siquiera se
llevan a cabo como lo demuestra el hecho de que
un alto porcentaje de los expedientes revisados
por esta Cámara, carecen de las actas acreditati-
vas de las mismas. Asimismo, en ocasiones, la
figura del replanteo de la obra se confunde con la
supervisión del proyecto.

Entendemos, sin embargo, que estas figuras
deben rescatarse del actual estado de inoperan-
cia y olvido en que se encuentran y ser objeto de
una regulación individualizada, dentro del contrato
de obras, que defina claramente su alcance, con-
tenido y modo de acreditación.

A este respecto hemos de señalar que el
replanteo de la obra, tal y como se regula en el
artículo 24 de la LCE, tiene lugar una vez redacta-
do el proyecto de obra y antes de su aprobación y
de la adjudicación del contrato, con el fin de com-
probar la realidad geométrica de la misma, la dis-
ponibilidad de los terrenos precisos para su nor-
mal ejecución y la de cuantos supuestos figuren
en el proyecto aprobado y sean básicos para el
contrato a celebrar.

Por su parte, la comprobación del replanteo,
tal y como se regula en el artículo 127 del RCE,
tiene lugar una vez adjudicado el contrato, con el
fin de verificar en presencia del contratista, la dis-
posición real de los terrenos y la viabilidad e ido-
neidad del proyecto, extendiéndose el acta
correspondiente y comenzando a contar el plazo
de ejecución de las obras desde el día siguiente
al de la firma del acta. 

Los artículos 127 y 140 del PLCAP contem-
plan estas actuaciones de forma muy similar a la
regulación contenida en los citados artículos de la
LCE y del RCE.

c) Actuaciones preparatorias y expediente
de contratación. Bajo este epígrafe queremos
referirnos a la fase de la contratación administrati-

va comprendida desde la elaboración del proyec-
to hasta el inicio de la fase de adjudicación.

El expediente de contratación así entendido,
debe contener una serie de documentos básicos
necesarios para una correcta licitación y ejecu-
ción de las obras. Esta documentación viene
constituida, fundamentalmente por: 

1. El proyecto de obra que deberá estar
correctamente documentado, recepcionado,
supervisado y aprobado.

2. El Acta de Replanteo, con la documentación
acreditativa de la idoneidad y viabilidad de la
obra.

3. El Pliego de Cláusulas Administrativas Parti-
culares que haya de regir la contratación.

4. Los informes jurídicos y de la intervención
sobre la contratación propuesta.

5. La Acreditación de la existencia de crédito
presupuestario y, en su caso, de las aportaciones
de distinta procedencia.

6. La aprobación por el órgano de contratación
del expediente de contratación y del gasto corres-
pondiente.

Pues bien, dejando a un lado los aspectos
relativos a la elaboración, supervisión y replanteo
del proyecto ya tratados por su importancia en
epígrafes anteriores, la experiencia de la Cámara
de Comptos reflejada en sus informes, pone de
manifiesto que muchas veces los expedientes de
contratación son incompletos y deficientes en
cuanto a la documentación que contienen, no ela-
borándose con el rigor exigible a la importancia
de esta materia.

Asimismo, en ocasiones, queda la sensación
de que la tramitación de estos expedientes y la
documentación soporte de la misma se realiza, en
gran medida, para cubrir el aspecto procedimental
formal del expediente sin que las actuaciones
esenciales estén lo suficientemente integradas y
coordinadas entre sí como para garantizar la
corrección del mismo.

Así, esta Cámara de Comptos se ha encontra-
do, entre otras deficiencias, con proyectos de
obra encargados a terceros que no son objeto de
recepción por la Administración ni de aprobación
por el órgano de contratación; con Pliegos de
Cláusulas Administrativas Particulares incomple-
tos e incluso contradictorios en sus términos; con
informes jurídicos y de intervención insuficientes y
de dudosa utilidad al fin de control que deben per-
seguir; con expedientes de contratación que no
contienen algunos de los elementos esenciales
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que garanticen la viabilidad de las obras; con
documentos e informes fechados incoherente-
mente etc...

Por todo ello, esta Cámara entiende que la
futura regulación de esta materia debe contem-
plar de forma sencilla pero completa las actuacio-
nes básicas que integran el expediente de contra-
tación, señalando el contenido de cada una de
ellas y regulando su tramitación siguiendo una
secuencia lógica y coordinada, con  atención
especial a los siguientes aspectos:

1.º El contenido del proyecto de obra así como
su recepción, supervisión, replanteo y aprobación. 

2.º El contenido de los Pliegos de Cláusulas
Administrativas Particulares que se ajustará a los
correspondientes Pliegos de Cláusulas Adminis-
trativas Generales.

3.º La finalidad y contenido de los informes
jurídicos y de intervención, que los conviertan en
instrumentos internos eficaces de control jurídico
y financiero.

4.º Los documentos que garanticen la viabili-
dad e idoneidad del proyecto como el certificado
que acredite la disponibilidad de los terrenos, las
licencias y autorizaciones correspondientes etc... 

5.º El contenido de la resolución del órgano de
contratación que aprueba el expediente y el gasto
correspondiente y ordena la apertura del procedi-
miento de adjudicación.

d) Las modificaciones de proyecto. Quizá
uno de los aspectos de la contratación administra-
tiva más controvertidos, que da lugar a mayores
infracciones de la normativa vigente y quizá, tam-
bién, una de las figuras de la contratación pública
más desvirtuada y desnaturalizada.

Teniendo carácter excepcional se ha converti-
do en habitual en casi todos los expedientes de
contratación.

Debiendo, según los casos, ser objeto de una
tramitación y aprobación previa, se llevan a cabo
frecuentemente sin ningún tipo de expediente y
su aprobación, en muchas ocasiones, se produce
varios meses después de haber sido ejecutadas.

Siendo la proposición económica y el plazo
elementos esenciales de la adjudicación, las
modificaciones posteriores del contrato, normal-
mente al alza, desvirtúan, en gran medida, los
aspectos esenciales que en su día determinaron
la selección del contratista.

Imprevisiones y errores del proyecto, variación
en el número de unidades de obra realmente eje-

cutados e imprevistos, justifican en la mayoría de
los casos estas modificaciones.

Su urgencia, criterios de eficacia y la necesi-
dad de no dejar paralizadas las obras, justifican
muchas veces, por parte de la Administración, los
incumplimientos de su normativa reguladora. 

Por ello, el legislador deberá prestar una espe-
cial atención a la regulación de esta figura, conci-
liando la flexibilidad y agilización necesaria en su
tramitación con el necesario control sobre la
misma que evite o limite en la práctica las desna-
turalizaciones señaladas.

Creemos, por otra parte, que la actual regula-
ción de esta materia, contenida en los artículos 54
a 56 de la LFC, teóricamente al menos es bastan-
te coherente y, completada con los matices que
introduce en esta materia el artículo 144 del
PLCAP, puede servir perfectamente de base para
la nueva regulación.

En todo caso, esta Cámara de Comptos consi-
dera que la futura regulación de esta materia
debe tener en cuenta los siguientes criterios:

1.º El carácter excepcional de esta figura.

2.º La necesidad de establecer una regulación
ágil y flexible de esta materia en función del tipo
de modificación que, en todo caso, garantice el
necesario control y la correcta aprobación de las
mismas.

3.º La necesidad de delimitar claramente lo
que constituyen modificaciones o reformados del
proyecto de lo que pueden ser obras nuevas o
distintas susceptibles de proyecto separado, aun-
que puedan ser accesorias o complementarias de
la principal, y que han de ser, salvo excepciones,
objeto de contrato independiente a fin de no des-
virtuar los principios de publicidad y libre concu-
rrencia mediante una desmesurada amplitud del
concepto de la modificación.

4.º La necesidad de incluir alguna referencia o
vincular de alguna manera la figura de las modifi-
caciones con el cumplimiento de lo plazos parcia-
les y finales de ejecución del contrato y las consi-
guientes prórrogas de los mismos.

e) Dirección de obra y asistencia técnica.
Junto a la rigurosa redacción del proyecto, la
dirección de obra y la necesaria asistencia técnica
puede considerarse a nuestro juicio como el otro
pilar fundamental que garantiza, en gran medida,
la correcta ejecución de la obra.

Del director de obra dependen aspectos tan
importantes como el control y seguimiento de los
trabajos de ejecución de las obras, su ajuste a las
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prescripciones del proyecto, la tramitación y reso-
lución de las incidencias que puedan surgir, las
propuestas de modificación, la corrección de las
certificaciones y liquidaciones de obra, el control
de los plazos de ejecución, la recepción y verifica-
ción de las obras etc... Su buen hacer es, por
tanto, garantía esencial para la Administración del
buen fin del contrato.

Junto a la dirección de obra y sobre todo en el
caso de grandes obras públicas, aparece la figura
de la asistencia técnica como instrumento de
apoyo al director de obra en todos los aspectos
relacionados con el análisis, control y verificación
de materiales, calidades, mediciones etc...

Varios son los aspectos y problemas que la
Cámara de Comptos ha detectado en esta mate-
ria que deben ser tenidos en cuenta por la futura
regulación de contratos:

1.º El poco respaldo legal que estas figuras
tienen en la LFC. Se habla del director facultativo
de obra en forma indirecta con ocasión de las fun-
ciones concretas que debe desempeñar, pero se
echa en falta un artículo que defina y reconozca
su papel como figura clave en esta fase de ejecu-
ción de las obras. Otro tanto puede decirse res-
pecto de la figura, cada vez más extendida, de la
asistencia técnica que ni tan siquiera se cita en la
LFC.

Aunque los pliegos de cláusulas administrati-
vas se refieren extensamente a las funciones del
director de obra y de la asistencia técnica, consi-
deramos que una breve referencia legal a estas
figuras realzaría la importancia de las funciones
que tienen encomendadas en esta fase de la eje-
cución de las obras.

2.º La progresiva pero constante privatización
de estas funciones. En efecto, así como hace
unos años los directores facultativos de obra eran
funcionarios-ingenieros del Gobierno de Navarra y
la asistencia técnica era prestada por los propios
técnicos del mismo, asistimos en los últimos años,
coincidiendo con la realización de grandes obras
públicas, a la práctica de adjudicar a empresas
privadas, por cantidades muy significativas, la
asistencia y control técnico de las obras e incluso,
en ocasiones, de la propia dirección de algunas
de ellas.

Esta tendencia y sus posibles consecuencias
deben ser objeto de especial reflexión por el legis-
lador foral de cara a la futura regulación de esta
materia en la medida en que se trata de una
cuestión importante que, a nuestro juicio, puede
dar lugar, a corto plazo, a una cierta disminución
del grado de control que debe ejercer la Adminis-

tración sobre la ejecución de las obras y, a más
largo plazo, puede conllevar una progresiva des-
tecnificación de la misma.

3.º Como problema puntual detectado en el
ejercicio de las funciones del director de obra,
señalaremos la escasa utilización que se hace del
libro de órdenes, en el que el director de obra y el
contratista deben reflejar por escrito las comuni-
caciones, instrucciones y órdenes habidas duran-
te la ejecución de las obras. 

Habitualmente, los expediente de contratación
carecen del correspondiente libro de órdenes,
bien porque estas son verbales sin que se deje
constancia alguna de las mismas, bien porque se
formulan en cartas, comunicaciones y hojas suel-
tas que suelen estar dispersas por el expediente
pero que no reúnen los requisitos que aquel debe
tener.

La LFC no contiene referencia alguna al libro
de órdenes cuya regulación viene recogida en la
cláusula 8 del Pliego de Cláusulas Administrativas
Generales del Estado y reproducida, normalmen-
te, en los pliegos de cláusulas administrativas par-
ticulares de cada contrato.

Sin embargo, dada la importancia que puede
llegar a tener, sobre todo en obras complejas, la
correcta comunicación entre el director de obra y
el contratista de las instrucciones y órdenes nece-
sarias para la correcta ejecución de la misma que
evite equívocos y problemas interpretativos, con-
sideramos importante dar el necesario respaldo
legal a esta materia que refuerce la exigencia del
libro de órdenes, al menos, en los contratos de
cierta importancia.

Para concluir este apartado hemos de insistir
en la importancia que la dirección de obra y la
asistencia técnica tienen en el resultado de la eje-
cución del contrato, por lo que la futura regulación
de esta materia debiera potenciar al máximo
estas figuras.

f) La subcontratación. Es otra de las realida-
des que ha cambiado profundamente en el
mundo de la contratación administrativa durante
los últimos años y que exige la reforma de su
actual regulación en la medida en que ha sido
desbordada por la práctica cotidiana.

Con carácter general, las empresas construc-
toras que concurren a las licitaciones de las gran-
des obras públicas se están convirtiendo, cada
vez más, en empresas que gestionan y coordinan
la ejecución de las obras, subcontratando a otras
empresas la realización de partes cada vez más
importantes de la obra. 
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La experiencia de la Cámara de Comptos en
la materia pone de manifiesto a este respecto
varias realidades que deben ser objeto de refle-
xión de cara a la reforma de esta materia:

1.º En ocasiones, empresas subcontratistas
que la adjudicataria de las obras ha presentado
en su proposición y por las que se le ha otorgado
una puntuación no realizan subcontrata alguna y,
por el contrario, aparecen otras que no figuraban
en las citadas relaciones.

A juicio de la Cámara de Comptos, seguir
valorando en los concursos como uno de los crite-
rios de adjudicación la "relación de maquinaria y
subcontratistas" presentada por las empresas lici-
tadoras, no tiene mucho sentido si luego no se
ejerce un control estricto en esta materia.

2.º En muchos casos, las empresas contratis-
tas no cumplen con la obligación legal de comuni-
car a la Administración por escrito la subcontrata-
ción a realizar, por lo que esta no puede controlar
ni la cualificación de las empresa subcontratistas
que, en último término, están realizando las obras
ni que el importe de las subcontrataciones no
exceda del importe del 50% de la principal de que
habla la LFC.

3.º La falta de control señalada en el punto
anterior da lugar, en la práctica, a una gran con-
tradicción derivada del hecho de que en las licita-
ciones públicas a las empresas licitadoras se les
exija reunir una amplia serie de requisitos de
capacidad, solvencia, cualificación, ausencia de
prohibiciones, experiencia etc..., cuando de
hecho, por medio de las subcontrataciones, las
empresas que realmente están realizando por-
centajes significativos de las obras pueden no
tener ninguno.

4.º En los últimos tiempos y como consecuen-
cia del incremento de las subcontrataciones esta-
mos presenciando muchas quejas y reclamacio-
nes por parte de empresas subcontratistas que,
aunque deben ser solventadas por el contratista
en su calidad de único responsable frente a la
Administración de la ejecución de la obra, están
involucrando indirectamente a la Administración
que de esta forma se ve envuelta en situaciones
conflictivas con empresas de las que tan siquiera
tenía conocimiento sobre su participación en las
obras.

Todas estas realidades, como se ha señalado,
exigen un profundo cambio de esta figura y la
adecuación de su regulación a la realidad actual.
Por otra parte, puede decirse que la flexibilidad y
la adaptación mediante los pliegos de cláusulas
particulares a las características de cada contrato

son los criterios básicos seguidos por la nueva
regulación de esta figura contenida en el artículo
114 del PLCAP.  

g) El control económico-presupuestario de
las obras públicas. Dos son las cuestiones bási-
cas que queremos tratar en este apartado para su
consideración en la futura regulación de la contra-
tación administrativa: 1.º el control económico de
las obras públicas y de sus desviaciones presu-
puestarias, y 2.º el registro e imputación contable
a cada obra de los gastos vinculados a la misma. 

1.º El control de las económico de las obras
públicas. Una de las realidades más frecuentes
que esta institución fiscalizadora ha encontrado
en la contratación de las obras públicas es la
existencia de importantes desviaciones entre el
precio de la adjudicación y el de su liquidación
final. Las modificaciones del contrato inicial, los
retrasos en la terminación de las obras, las obras
complementarias, las revisiones de precios, los
imprevistos varios, entre otros factores, hacen
que las previsiones presupuestarias iniciales sean
desbordadas con gran facilidad dejando, en oca-
siones, ridículos los cálculos efectuados.

Por otra parte, esta Cámara de Comptos, en
algunos casos, se ha encontrado con expedientes
en los que existen muchas dificultades a la hora
de conocer el estado de ejecución de las obras en
un momento dado. En concreto, datos como el
porcentaje global de obra ejecutada, su distribu-
ción por capítulos de obra, la previsión sobre
plazo y coste final de ejecución etc..., que pueden
considerarse como aspectos básicos para un
correcto control y seguimiento de una obra, no
están actualizados ni son objeto de un control
estricto.

Todo ello, pone de manifiesto una cierta debili-
dad del control económico-presupuestario interno
que debiera ser consustancial

a la presupuestación y ejecución de toda obra
pública y, en especial, a las de cierta importancia. 

En nuestra opinión, toda obra pública de cierta
relevancia debiera ser objeto de un control y
seguimiento económico minucioso que permitiera
a los responsables y gestores públicos conocer,
en cada momento y al detalle, aspectos tales
como: su estado de ejecución, las desviaciones
económicas que se están produciendo, a qué
capítulos o apartados de la obra afectan, las cau-
sas que las originan, las consecuencias que con-
llevan y, en definitiva, cuantos otros aspectos se
consideren de interés.
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2.º Registro e imputación contable de gastos.
Otro aspecto importante, que permitiría conocer el
coste total final de las obras públicas, es el de
registrar e imputar a cada una de ellas todos los
gastos relevantes que originan.

En efecto, junto al coste propio de ejecución
de las obras surgen una serie de gastos necesa-
rios para su realización, normalmente, dispersos
en otros expedientes y que no se consideran
como coste de las obras a efectos de su registro y
control contable. Entre estos conceptos pueden
señalarse como más importantes los siguientes:
los estudios, anteproyectos y proyectos de obra;
las expropiaciones e indemnizaciones; la asisten-
cia técnica y dirección de obra; las reposiciones
de servicios afectados y la seguridad de las
obras.

Estos conceptos no aparecen en todas las
obras públicas pero, en todo caso, esta Cámara
de Comptos considera importante que la Adminis-
tración, al menos en el caso de las más importan-
tes, mantenga un registro contable o extraconta-
ble que recoja todos los gastos imputables a una
obra, con el fin de mejorar el grado de información
y control que pueda tener sobre las mismas. 

Señalar para terminar que en este proceso de
reforzamiento del control económico-presupuesta-
rio de las obras públicas debe jugar un papel fun-
damental la actual intervención que, entendemos,
debería reforzar y ampliar sus funciones de con-
trol actualmente reducidas a la mera verificación y
participación formal en algunas actuaciones del
expediente de contratación, pero sin que ejerzan
un control efectivo sobre estas cuestiones. 

h) La recepción de las obras públicas. La
adecuada recepción del objeto del contrato deber
ser algo habitual a todas las modalidades de con-
tratación pública. Sin embargo, en el caso de las
obras públicas entendemos adquiere una especial
significación por la mayor repercusión y trascen-
dencia que la puesta a disposición del uso público
conlleva.

La experiencia de la Cámara de Comptos en
este punto pone de relieve que, en muchos
casos, la recepción provisional de las obras públi-
cas y su puesta a disposición del uso público no
se hace correctamente.

Entendemos que la recepción de las obras
públicas es una parte esencial del cumplimiento
del contrato, que debe realizarse una vez que a
juicio del director de obra y de su equipo técnico
las obras se hayan terminado con arreglo a las
prescripciones previstas en el contrato y se
encuentren en buen estado para su entrega al

uso público. De todo ello, a su vez, deberá dejar-
se constancia escrita en el expediente mediante
la formalización del acta correspondiente que
será firmada por los representantes de la Admi-
nistración y de la empresa adjudicataria.

En definitiva, la futura regulación de esta
materia debe estar inspirada por un principio bási-
co cual es el de que la recepción de las obras
públicas debe realizarse sobre la base y primacía
de juicios y criterios exclusivamente técnicos.

Señalar para concluir que frente a la actual
regulación de esta materia que desdobla esta
figura en dos fases: la recepción provisional y la
recepción definitiva, que tiene lugar una vez
transcurrido el plazo de garantía, el PLCAP en
sus artículos 109 y 145 proyecta la unificación de
estas dos actuaciones en una sola denominada
recepción.  

IV.3. ASPECTOS RELATIVOS A OTROS
TIPOS DE CONTRATO.

a) Clases de expedientes en los contratos
de suministro. La regulación actual del contrato
de suministro establece junto al expediente de
contratación tipo que ha de formalizarse en estos
supuestos, la figura de los suministros menores
para los casos de adquisiciones de pequeña
cuantía, que se refieran a bienes consumibles o
de fácil deterioro, efectuadas en establecimientos
comerciales abiertos al público.

Pues bien, desde la aprobación de la LFC en
1986, año tras año, las leyes de presupuestos
vienen regulando una serie de variables de este
contrato en función de su cuantía y de los órga-
nos de contratación competentes que, a juicio de
esta Cámara de Comptos, están originando un
cierto grado de confusión en esta materia.

De forma resumida podemos señalar que, en
estos momentos, nos encontramos con los
siguientes tipos de expedientes de contrato de
suministro en función de su cuantía:

1.º El expediente tipo para la realización del
contrato de suministro, que debe reunir los docu-
mentos generales y comunes a todo expediente
de contratación (artículo 92 de la LFC).

2.º El expediente sumario, en los casos de
suministro cuya cuantía no exceda de 1.500.000
pesetas, en el que la documentación a formalizar
se reduce a la propuesta, el pliego, las ofertas y la
factura (artículo 40.2 de la Ley Foral 13/93, de 30
de diciembre, de Presupuestos Generales de
Navarra para 1994). 
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3.º El expediente correspondiente a suminis-
tros menores (cuantía inferior a 1.000.000 de
pesetas), que hayan de verificarse directamente
en establecimientos comerciales abiertos al públi-
co (artículo 93.1 D).

4.º El expediente sumario simplificado, cuando
el presupuesto del contrato no supere las 500.000
pesetas, en el que el único documento exigible es
la factura (artículo 40.2 d) de la Ley Foral 13/93,
de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales
de Navarra para 1994).

5.º El expediente sumario simplificado en el
caso de gastos menores para el normal funciona-
miento de los servicios, aplicable a los supuestos
de adquisición de material no inventariable cuya
cuantía no exceda de 400.000 pesetas, en el
caso de directores generales, o de 200.000 pese-
tas, en el caso de directores de servicio, en el que
el único documento exigible es la factura (artículo
41 de la Ley Foral 13/93, de 30 de diciembre, de
Presupuestos Generales de Navarra para 1994).

Si a ello añadimos que la competencia que el
artículo 6.2 de la LFC atribuía inicialmente en
materia de contratación de suministros al Conse-
jero de Economía y Hacienda se ha transferido en
los últimos años a otros órganos de contratación,
y que cada año las leyes de presupuestos pueden
alterar las cuantías y requisitos de cada uno de
los expedientes anteriores, no es exagerado afir-
mar que la actual situación es cuando menos
compleja. Por ello, la futura regulación de esta
materia debe hacer un esfuerzo importante que
permita dotar de un mayor grado de claridad y
simplicidad a esta modalidad de contratación.

En concreto, entendemos que la nueva legisla-
ción de contratos tendría que definir claramente y
en forma lo más simplificada posible, los diferen-
tes tipos y contenidos de los expedientes de
suministro en función de la cuantía y del órgano
de contratación competente, procurando restringir
al máximo las cuestiones a regular en las leyes
anuales de presupuestos que debieran limitarse,
salvo excepciones, a la actualización de las
correspondientes cuantías.

Asimismo, de cara a la nueva regulación de
esta materia, el legislador debiera reflexionar
sobre dos cuestiones importantes: 

1.º La conveniencia de seguir manteniendo la
distinción entre material inventariable y no inven-
tariable a efectos de determinar la categoría de
los suministros menores y el órgano de contrata-
ción competente. 

2.º La búsqueda de fórmulas que, sin restar
agilidad al sistema, permitan a la Administración
obtener de los suministradores las mejores condi-
ciones posibles de contratación de cara a lograr
una mayor eficacia en la utilización de los recur-
sos.

b) Las especialidades del contrato de ela-
boración de proyectos de obras. La elaboración
de proyectos es una de las modalidades típicas
de contratación de asistencia técnica. 

La importancia que para el desarrollo del con-
trato de obras tiene una rigurosa elaboración de
los proyectos y la necesidad de contemplar expre-
samente diversas cuestiones relativas a la subsa-
nación de errores y a la exigencia de responsabili-
dades en este ámbito, es lo que ha dado lugar a
que el PLCAP dedique varios artículos a esta
materia, que entendemos sería conveniente regu-
lar, asimismo, en la Comunidad Foral.

c) Los contratos para la realización de tra-
bajos específicos y concretos no habituales.
La LFC tras referirse en su Disposición Adicional
Segunda a los contratos de asistencia técnica
señala, en su Disposición Adicional Tercera, que
el Gobierno regulará los contratos para la realiza-
ción de trabajos específicos y concretos no habi-
tuales. 

La LFC mantiene, en definitiva, la diferencia-
ción entre estas dos categorías contractuales
aunque después, en la práctica, el Gobierno Foral
solo haya procedido a regular mediante Decreto
Foral 161/1991, de 25 de abril, la primera de
ellas.

Históricamente, la diferencia entre estas dos
modalidades de contratación, a nuestro juicio más
teórica que real, radicaba básicamente en el suje-
to contratante: personas jurídicas en el caso de
los contratos de asistencia técnica y personas físi-
cas en el de trabajos específicos y concretos no
habituales. De esta forma, en el primer caso su
normativa reguladora se enmarcaba en el ámbito
de la legislación de contratos (Decreto
1005/1974) y en el segundo en la de funcionarios
(Decreto 1742/1966).

En 1984, sin embargo, la Ley 30/1984, de 2 de
agosto, de medidas de reforma de la función
pública, en su Disposición Adicional Cuarta, dis-
puso que los contratos celebrados por las Admi-
nistraciones Públicas con persona físicas para la
realización de trabajos específicos y concretos no
habituales, se someterían a la legislación de con-
tratos del estado. 
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Sin embargo el legislador estatal, tras esta
acertada reforma, en vez de modificar el Decreto
1005/1974, regulador de los contratos de asisten-
cia técnica, en el sentido de ampliar su ámbito
subjetivo a los profesionales y personas físicas,
optó por aprobar el Real Decreto 1465/1985, de
17 de junio, sobre contratación de trabajos espe-
cíficos y concretos no habituales, dando con ello
lugar a que la legislación de contratos vigente
cuente con dos reglamentos para regular de
manera diferente relaciones jurídicas esencial-
mente idénticas. 

En la Comunidad Foral, por su parte, el Esta-
tuto de Personal al servicio de las Administracio-
nes Públicas de Navarra sigue contemplando en
el ámbito de la legislación de funcionarios, a
nuestro juicio de forma anacrónica, la contrata-
ción de estudios o proyectos concretos o trabajos
singulares no habituales (artículo 88 a) del citado
Estatuto de Personal). Consideramos que la refe-
rencia a esta modalidad de contratación adminis-
trativa debiera desaparecer del ámbito de la legis-
lación de funcionarios para ubicarse, como ha
ocurrido en el estado, en el de la legislación de
contratos.

Por otra parte, el propio Decreto Foral
161/1991 regulador de los contratos de asistencia
técnica, permite celebrar este tipo de contratos no
solo con personas jurídicas sino también con per-
sonas físicas (artículo 2. 1 a), con lo que de
hecho en la práctica se está produciendo en la
Comunidad Foral una unificación de la regulación
aplicable a ambos tipos de contratos, aunque la
existencia de una regulación estatal distinta para
los contratos de trabajos específicos y concretos
no habituales siga originando una cierta confusión
al respecto.

Por último ha de señalarse que esta distinción
se sigue manteniendo, en nuestra opinión, sin
mucha consistencia ni justificación en el artículo
195 del PLCAP.

En definitiva, hemos de señalar que la existen-
cia de una doble normativa para regular categorí-
as contractuales esencialmente idénticas es hoy
innecesaria, por lo que consideramos que la regu-
lación de esta materia debiera vertebrarse en
torno a la normativa reguladora de los contratos
de asistencia técnica, introduciendo en ella las
modificaciones precisas para dar cabida a las
peculiaridades que puedan presentar los contra-
tos para la realización de trabajos específicos no
habituales.

V. CONSIDERACIONES FINALES.

1.º La reforma de la legislación contractual se
hace en estos momentos ineludible en la Comuni-
dad Foral, entre otras, por las siguientes razones:

a) La necesidad de corregir y superar diversos
problemas y deficiencias importantes de que ado-
lece el actual marco normativo foral en materia de
contratos. 

b) La conveniencia de que la legislación con-
tractual vigente se acomode y de respuesta a las
nuevas realidades que van surgiendo en el ámbi-
to de la contratación pública.

c) La necesidad de adecuar nuestra legisla-
ción foral de contratos al nuevo marco normativo,
comunitario y estatal, en el que aquélla debe
desenvolverse.

2.º La nueva regulación de esta materia, debe
operar un profundo cambio en la estructura y con-
tenido de la actual LFC, haciéndolo más coheren-
te y equilibrado y dando la necesaria cobertura
legal a diversos aspectos generales de la contra-
tación que, en los momentos actuales, o no están
regulados en la Ley o lo están de forma deficien-
te. Entre estos aspectos cabe destacar: los con-
tratos de asistencia técnica, la Junta de Contrata-
ción Administrativa, la revisión de precios, los
criterios y baremos para la selección de contratis-
tas, los procedimientos a seguir en la contratación
directa y las sanciones por retrasos e incumpli-
mientos en la ejecución de los contratos. 

3.º A la vista de la especial problemática que
en los últimos años se está produciendo en la
contratación de las obras públicas, la futura regu-
lación de esta materia debe incidir con fuerza en
los puntos débiles detectados y, en especial, en
los siguientes: la rigurosa elaboración y supervi-
sión de los proyectos, la exigencia de responsabi-
lidades a sus autores en el caso de defectos y
errores en los mismos, la máxima transparencia y
objetividad en los procesos de adjudicación de los
contratos, el refuerzo de las funciones de direc-
ción de obra y asistencia técnica, el control sobre
el cumplimiento, por parte de los contratistas, del
contenido de sus proposiciones y el exhaustivo
control económico-presupuestario de las obras
públicas.  

4.º La futura regulación de la contratación
administrativa

debe conjugar, en definitiva, los principios de
agilidad y simplicidad en la tramitación administra-
tiva de los expedientes con el de seguridad jurídi-
ca, igualdad de trato y control por parte de la
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Administración de los aspectos esenciales de la
contratación.

Pamplona, 24 de agosto de 1994

El Presidente de la Cámara de Comptos de
Navarra: Francisco Javier Tuñón San Martín

VI. ANEXOS.

ANEXO 1: INFORMES MÁS IMPORTANTES
ELABORADOS POR LA CÁMARA DE COMP-
TOS DE NAVARRA SOBRE LA CONTRATA-
CIÓN ADMINISTRATIVA.

Presentamos, a continuación, una relación de
los informes más importantes sobre la contrata-
ción pública elaborados por la Cámara de Comp-
tos en los últimos años, a los que nos remitimos
en la medida en que muchos de los problemas y
sugerencias puestos de manifiesto en este infor-
me de asesoramiento son tratados en ellos de
forma más detallada.

1.º Informes de examen y censura de las
cuentas generales de Navarra correspondientes a
los ejercicios 1987, 1988, 1989, 1990, 1991 y
1992 (publicados, respectivamente, en los BOPN,
nº9, de 13 de febrero; nº 10, de 14 de febrero; nº
8, de 11 de febrero; nº 13, de 3 de marzo; nº 16,
de 31 de marzo y nº 20, de 5 de abril).

2.º Informe de fiscalización sobre la ejecución
del contrato de obras de la Ronda Oeste de Pam-
plona (BOPN nº 46, de 10 de septiembre de
1992).

3.º Informe de fiscalización sobre las obras de
la Autovía de Irurtzun-Límite con la Provincia de
Guipúzcoa (BOPN nº 29, de 25 de junio de 1993).

4.º Informe de fiscalización sobre la construc-
ción de la Universidad Pública de Navarra (BOPN
nº 38, de 11 de octubre de 1993).

5.º Informe sobre el sector público local de
Navarra, capítulo relativo a la contratación (BOPN
nº 17, de 24 de marzo de 1994).

6.º Informe de fiscalización sobre las adjudica-
ciones efectuadas por el Gobierno de Navarra a
la empresa constructora Huarte S.A. y a su filial
Hispanoalemana S.A. (elaborado en mayo de
1994 y pendiente de publicación en el BOPN a la
fecha de elaboración de este Informe).

ANEXO 2. RELACIÓN DE ABREVIATURAS
UTILIZADAS A LO LARGO DEL INFORME.

– CEERCA: Comisión Especial de Estudio de
la Reforma de la Contratación Administrativa.

– BOPN: Boletín Oficial del Parlamento de
Navarra.

– BOE: Boletín Oficial del Estado.

– DOCE: Diario Oficial de las Comunidades
Europeas.

– LORAFNA: Ley Orgánica de Reintegración y
Amejoramiento del  Régimen Foral de Navarra.

– LCE: Ley de Contratos del Estado.

– RCE: Reglamento de Contratos del Estado.

– PLCAP: Proyecto de Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas.

– LFC: Ley Foral de Contratos.

– LRJAP: Ley de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas.
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